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INFORME DE LA COMISION DE EDUCACION, CULTURA, DEPORTES Y RECREACION RECAIDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE CREA REGIMEN DE JORNADA ESCOLAR COMPLETA DIURNA Y DICTA NORMAS PARA SU APLICACION.






                 BOLETIN Nº 1906-04

_____________________________________________________

HONORABLE CAMARA:



La Comisión de Educación, Cultura, Deportes y Recreación viene en informar el proyecto de la referencia, originado en un Mensaje de S. E. el Presidente de la República.



Para el despacho de esta iniciativa el Jefe del Estado ha hecho presente la urgencia, la que ha calificado de simple para todos sus trámites constitucionales. En consecuencia, habiéndose dado cuenta de la urgencia en la Sala en la sesión 10a., de 30 de octubre pasado, esta Corporación cuenta con un plazo de 30 días corridos para su despacho, plazo que vence el 29 de noviembre de 1996.



Durante el análisis de esta iniciativa, la Comisión contó con la colaboración de las siguientes personas:



- Don Sergio Molina Silva,  Ministro de Educación al iniciarse la tramitación de este proyecto.


- Don José Pablo Arellano Marín, Ministro de Educación.


- Don Eduardo Aninat Ureta, Ministro de Hacienda.



- Don Jaime Pérez de Arce Araya, Subsecretario de Educación.


- Don Pedro Montt Leiva, Jefe de Gabinete del Ministro de Educación.


- Don Juan Vilches Jiménez, Jefe del Departamento Legal del Ministerio de Educación.


- Don Mario Marcel, asesor del Ministro de Hacienda.


- Don Juan Eduardo García Huidobro Saavedra, Jefe de la División de Educación General del Ministerio de Educación.


- Don Cristián Cox Donoso, Coordinador del Programa de Mejoramiento de la Calidad y Equidad de la Educación. (M.E.C.E).


- Doña Liliana Vaccaro Carrizo, Directora del Programa Interdisciplinario de Investigación en Educación. (P.I.I.E.).


- Doña Loreto Egaña, Vicedirectora del mismo Programa.


- Hermano Aldo Passalacqua Restini, Presidente Nacional de la Federación de Institutos de Educación Particular (F.I.D.E.).


- Don Guido Crino Tassara, Director del Colegio Rubén Castro, asesor de la Federación mencionada.


- Don Jorge Cifuentes Narváez, Presidente de la Corporación Nacional de Colegios Particulares (C.O.N.A.C.E.P).


- Don Osmán Provoste Fuentes, Presidente Regional (Octava Región) de la Corporación mencionada.


- Don Jorge Quiroz Castro, ingeniero comercial, representante de la empresa GERENS, Economía, Finanzas y Gestión.


- Don Sady Melo Moya, Alcalde de la Municipalidad de El Bosque, Presidente Subrogante de la Asociación Chilena de Municipalidades.


- Don Mario Vargas, representante de la Municipalidad de Santiago.


- Don Romilio Gutiérrez, representante de la Municipalidad  de Las Condes.


- Don Antonio Sancho Martínez, Director del Programa Social del Instituto Libertad y Desarrollo.


- Don Marco Antonio González, abogado, asesor del mismo Instituto.


- Don Sergio Riquelme Pinna, Rector del Instituto Nacional.


- Don Salomón Dahma Haddad, Rector del Liceo Eduardo de la Barra.


- Don Jesús González López, Rector de la Universidad Metropolitana de Ciencias de la Educación.


- Don Norman Cortés Larrieu, Rector de la Universidad de Playa Ancha de Ciencias de la Educación.


- Don José Ricardo Solé Cerda, Presidente del Centro de Padres y Apoderados del Instituto Nacional.


- Don Jorge Pavez Urrutia, Presidente del Colegio de Profesores A.G.


- Don Manuel Cantero Arancibia, asesor técnico del Colegio.


- Doña Jenny Assael Budnit, asesora del Departamento de Perfeccionamiento del Colegio.


- Don Carlos Vásquez Ordenes, Director Nacional del Colegio.


- Don Guillermo Gac Ramírez, Director Nacional del Colegio.


- Don Waldemar Cortés Carabantes, Protesorero Nacional del Colegio.


- Don Gorki Díaz Medina, Segundo Vicepresidente Nacional del Colegio.


- Doña Verónica Monsalve Anabalón, Directora Nacional del Colegio.


- Don Luis Mundaca Valencia, Presidente de la Asociación de Directores de Establecimientos Educacionales Municipales de Arica.


- Don Nicolás Montecinos González, Vicepresidente de la misma Asociación.



- Don Luis Romero Rojas, Presidente de la Asociación de Directores de Establecimientos Educacionales Municipales de Iquique.


- Don René Sánchez Luengo, Vicepresidente de la misma Asociación.


- Don Marcos Núñez, Presidente de la Federación de Trabajadores de la Educación.


- Don Dagoberto Godoy, Director de la misma Federación.


- Don Mario Barraza Durán, Presidente del Departamento Nacional de Profesores Rurales del Colegio de Profesores.


- Don Alfonso Araus Maturana, Secretario General del mismo Departamento.


- Don Gonzalo Navarro, Presidente de la Directiva Regional (Quinta Región) de Directores de Establecimientos Educacionales Municipales.


- Don Fernando Videla, Vicepresidente de la misma Directiva.

ANTECEDENTES



1.- El Mensaje comienza efectuando una reseña de la tradición educacional chilena, señalando que en el 
pasado se buscó asegurar la cobertura escolar para toda la población y, por medio de esta iniciativa, se pretende asegurar una educación de calidad equitativamente distribuida. Compara la presente reforma con los grandes adelantos educacionales del país, como la Ley de Instrucción Primaria Obligatoria, los esfuerzos de consolidación y expansión del sistema educacional emprendidos bajo los gobiernos radicales y la reforma educacional de los años 1964 y 1965.



Más adelante, se refiere al proceso de descentralización educacional plasmado en la municipalización, llevado a cabo a partir de 1981 y a los dos grandes programas educacionales iniciados en 1990 como son el de las 900 Escuelas (P-900) y el de Mejoramiento de la Calidad y Equidad de la Educación (M.E.C.E.).



Luego, se refiere a la puesta en vigencia del Estatuto de los Profesionales de la Educación (Ley Nº 19.070), que regula el régimen laboral de los profesores creando la carrera docente para el sector municipalizado y un contrato docente para el sector privado. Esta normativa ha significado una estabilización laboral y una mejora remuneracional para el profesorado, hasta el punto que entre los años 1991 y 1995, las remuneraciones de estos profesionales se han incrementado en casi un 70% real.



Asimismo, el aporte fiscal a la educación ha experimentado un continuo incremento, elevándose la subvención para la enseñanza básica en un 50% y en un 120% para la diferencial, todo esto entre marzo de 1990 y marzo de 1996.


Finalmente, en lo que se refiere a esta reseña, hace presente el fuerte incremento de la inversión en educación, representando en los dos últimos presupuestos un 25% acumulativo, sin perjuicio de los incentivos al sector privado el que ha canalizado sus aportes por la vía del sistema del financiamiento compartido y las donaciones con fines educacionales.


Refiriéndose, luego, a las ventajas de la reforma que ahora se plantea, señala que ellas son eminentemente cualitativas, puesto que busca extender la jornada escolar en todos los establecimientos subvencionados en un plazo máximo de seis años.


Enumera, a continuación, los principales beneficios pedagógicos y sociales a que dará lugar la aplicación de la jornada escolar completa diurna, entre los que destaca:


- la mayor disponibilidad de tiempo para las actividades docentes, lo que permitirá responder a los requerimientos derivados de los objetivos fundamentales y contenidos mínimos para el nivel básico y a las mayores exigencias sobre la educación media, como también, para lograr una adecuada alternancia entre el trabajo intensivo en las aulas, los períodos de recreo y las actividades complementarias.


- el aseguramiento de la realización de actividades de apoyo reguladas, tales como el estudio controlado, la realización de tareas y ejercicios, el trabajo en laboratorios y talleres y otros.


- la seguridad de contar con la infraestructura necesaria para que los estudiantes puedan realizar actividades de reforzamiento educativo, talleres y actividades libres.


- el aumento del tiempo de permanencia en la escuela con especial beneficio para los estudiantes que enfrentan medios hostiles, lo que servirá, además, de apoyo para las madres que trabajan fuera de sus casas y permitirá una mayor identificación del educando y su familia con el establecimiento.


- la creación de las mejores condiciones para una labor docente de calidad, derivadas de la mayor dedicación al trabajo en el establecimiento.


Para lograr todo lo anterior, se implantaría el régimen de jornada escolar completa - toda la mañana y parte de la tarde - en todos los establecimientos subvencionados entre 3er. año básico y 4º año medio, en un plazo que no iría más allá del inicio del año escolar 2002.


El nuevo régimen estaría determinado por dos condiciones fundamentales:


- el cumplimiento de mínimos de horas pedagógicas semanales superiores a las vigentes, mínimos que alcanzarían a 38 horas en la educación general básica de 3º a 8º años, y a 42 horas en la educación media científico humanista y técnico profesional, lo que significaría extender en un 17% la jornada educativa mínima.


- el poder contar con un horario de funcionamiento de los establecimientos que garantice la disponibilidad de sus instalaciones para un adecuado desempeño de las actividades docentes, académicas y recreativas del alumnado; para el trabajo del personal docente, y para la atención a padres y apoderados.


Todo lo anterior determina un fuerte aumento en el tiempo disponible para el trabajo escolar, ampliándose las horas lectivas anuales en un promedio de 200 horas cronológicas, sin alterar las actuales 40 semanas lectivas ni los tiempos de vacaciones.


Finalmente, el Mensaje resume las consecuencias materiales que provendrán de la reforma que se busca implantar, señalando 
que para instituir el nuevo régimen de la jornada completa, será necesario que los establecimientos subvencionados lleven a cabo una profunda revisión de su organización interna y de sus prioridades pedagógicas, con participación de todos los sectores involucrados, a fin de mejorar su organización y gestión, adecuar sus metodologías a las necesidades de los estudiantes y realizar un mejor aprovechamiento de los materiales, equipos y herramientas pedagógicas.


Agrega que la extensión de la jornada beneficiará a 2, 3 millones de alumnos, lo que significará un enorme esfuerzo financiero y organizativo, para lo que el Gobierno elevará sus aportes por la vía de las subvenciones que determinarán nuevos factores para los diferentes niveles y ciclos de la enseñanza. Este incremento, una vez incorporado el nuevo sistema en plenitud, significará un promedio de 24% de aumento, lo que se traducirá en un mayor gasto anual de 230 millones de dólares.


Asimismo, la extensión de la jornada significará un aumento de las horas pedagógicas contratadas en todo el sistema subvencionado, el que se  estima en alrededor de 600.000 horas semanales, lo que redundará en mayores oportunidades de empleo y mejores remuneraciones para la realización de un trabajo que podrá desarrollarse en condiciones más apropiadas al nivel profesional de los docentes.


Dentro del esfuerzo que la implantación del nuevo sistema significa, se encuentra la necesidad de ampliar las infraestructuras de gran cantidad de establecimientos, debiendo construirse o habilitarse casi 20.000 nuevas salas de clases para alrededor de 760.000 alumnos, número en que equivaldría elevar la cobertura escolar, conforme al esfuerzo que la reforma implica.


Todo lo anterior, lleva al Mensaje a comparar el esfuerzo de implantación de la jornada escolar completa diurna, en lo que se refiere a recursos, infraestructura y organización, a las reformas efectuadas entre los años 1964 y 1965.


2.- La ley Nº 18.962, orgánica constitucional de enseñanza, en lo que interesa a este informe, consagra, en su Título II, las normas sobre reconocimiento oficial del Estado a establecimientos que impartan enseñanza de los niveles básico y medio.


De acuerdo a su artículo 21, el Ministerio reconocerá oficialmente a los establecimientos que impartan dichos niveles de enseñanza que lo soliciten, siempre que cumplan con determinados requisitos, como:


a) tener un sostenedor, es decir, una persona natural o jurídica que responda por el funcionamiento del establecimiento.


b) ceñirse a planes y programas, ya sean propios del establecimiento o los generales elaborados por el Ministerio.


c) poseer el personal docente idóneo que sea necesario y el personal administrativo y auxiliar suficiente que les permita cumplir con las funciones que les corresponden, atendido el nivel y la modalidad de la enseñanza 
que imparten y la cantidad de alumnos que atienden.


d) funcionar en un local que cumpla con las normas de general aplicación previamente establecidas.


e) disponer de mobiliario, elementos de enseñanza y material didáctico mínimo, adecuado al nivel y modalidad de la educación que pretende impartir, conforme a normas de general aplicación establecidas por ley.


3.- La ley Nº 19.175, orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional.


Este cuerpo legal precisa en su artículo 80, los alcances de los convenios de programación a que se refiere el artículo 104 de la Constitución Política, señalando que son acuerdos formales entre uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios, que definen las acciones relacionadas con los proyectos de inversión que ellos concuerdan realizar dentro de un plazo determinado. 


4.- La ley Nº 19.070, sobre estatuto de los profesionales de la educación.


En lo que interesa a este informe, su artículo 19 fija el ámbito de aplicación de la carrera de los profesionales de la educación del sector municipal, entendiendo por tales a quienes se desempeñan en los establecimientos educacionales que dependen directamente de los departamentos de administración educacional de cada municipalidad o de las corporaciones educacionales creadas por éstas o los que habiendo sido municipales son administrados por corporaciones educacionales privadas.


Asimismo, quedan dentro de esta misma categoría, los profesionales que ocupen "cargos directivos y técnicos pedagógicos en los organismos de administración" del sector municipal ( D.A.E.M).


Su artículo 31 se refiere a los requisitos para postular a los cargos de docente directivo y de unidades técnico pedagógicas, remitiéndose específicamente su inciso cuarto a la situación del actual director que hubiere perdido el concurso para repostular a su cargo. En este caso, podrá ser recontratado en establecimientos de la misma municipalidad o corporación hasta por el mismo número de horas que servía antes de ser nombrado director, sin necesidad de nuevo concurso. En caso de no ser posible lo anterior, en atención a la dotación vigente, podrá renunciar voluntariamente con derecho a una indemnización equivalente a las remuneraciones devengadas en el último mes por cada año de servicios

en la misma municipalidad o corporación, o fracción superior a seis meses, con un tope de once meses.


Su artículo 52 bis se refiere a la situación que afecta a los docentes del sector municipal que vean terminada su relación laboral por la causal de supresión de las horas que sirvan. Al igual que en el caso anterior, el afectado podrá renunciar voluntariamente con derecho a la indemnización señalada.


5.- La ley Nº 19.410 que modificó el Estatuto de la Profesión Docente y la Ley de Subvenciones.


Su artículo 13 establece el valor de la subvención adicional especial por cada nivel y modalidad de enseñanza, fijada para los años 1995 y 1996, y destinada especialmente al pago de una bonificación especial proporcional a las horas de designación o contrato de los docentes de los sectores municipal y particular subvencionado.


Su artículo 22 enumera los recursos que los directores de establecimientos podrán percibir y administrar durante sus funciones de gestión.


Su artículo 1º transitorio hace aplicables a los profesionales de la educación que a la fecha de publicación de esta ley, es decir, al 2 de septiembre de 1995, se desempeñaban como directores de establecimientos o jefes de departamentos de administración educacional municipal, las normas de concursabilidad para los cargos que ocupan, únicamente a partir de la fecha en que cesen en sus respectivos cargos.


6.- El decreto ley Nº 3.166, de 1980, autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones del sector público o personas jurídicas que no persigan fines de lucro, cuyo objeto principal diga relación directa con las finalidades perseguidas con la creación del respectivo establecimiento educacional.


Su artículo 4º autoriza al Ministerio de Educación para asignar anualmente recursos a estos establecimientos, destinados a gastos de operación y funcionamiento.


7.- El decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, fija el régimen de subvenciones fiscales a los establecimientos educacionales gratuitos y a los afectos al sistema del financiamiento compartido.


- Su artículo 6º señala los requisitos que deben cumplir los establecimientos educacionales para impetrar el beneficio de la subvención.


- Su artículo 9º fija el valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional.


- Su artículo 11 dispone que el valor unitario mensual de la subvención fijado por el artículo 9º ya mencionado, deberá incrementarse en el porcentaje de asignación de zona establecido para el sector fiscal, según sea el lugar en que se ubique el establecimiento.


- Su artículo 12 se refiere a los establecimientos rurales que cumplan con determinados requisitos, disponiendo que el valor unitario mensual fijado por alumno por el artículo 9º, deberá multiplicarse por el factor que señala de acuerdo al número de alumnos del establecimiento.


Su inciso cuarto se refiere específicamente a este tipo de establecimientos que, al 30 de junio de 1994, estuvieren ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico y tuvieren una matrícula igual o inferior a 17 alumnos. En este caso no se aplicará la tabla de subvenciones que señala el artículo 9º y gozarán de una subvención total mensual de 36 unidades de subvención educacional, más el incremento que corresponda por zona.


- Su Título II se refiere a la subvención a establecimientos educacionales de financiamiento compartido.


- Su artículo 34 señala los requisitos que deben cumplir los establecimientos educacionales subvencionados que presten servicio de internado, para percibir la correspondiente subvención por ese concepto.


8.- El decreto con fuerza de ley Nº 458, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, de 1975, fija la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO Y SINTESIS DE SUS DISPOSICIONES.



Las ideas matrices o centrales del proyecto se orientan, fundamentalmente, a lo siguiente:


a) Establecer la obligatoriedad para todos los establecimientos educacionales que reciben subvención del Estado, de implantar para todos los cursos comprendidos entre el tercer año de enseñanza básica y el cuarto año medio, el régimen de jornada escolar completa diurna, obligación que no rige para la educación básica especial diferencial y la educación de adultos.


b) Asegurar un flujo de recursos suficientes para el financiamiento de la ampliación de la jornada.


c) Modificar el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, Ley de Subvenciones, para:


- agregar un nuevo requisito para que los establecimientos educacionales puedan impetrar el beneficio de la subvención;


- aumentar el valor de la subvención por cada nivel y modalidad de la enseñanza, para los efectos de financiar el nuevo régimen de jornada escolar; 


- crear una nueva subvención, a partir de 1998, destinada a  apoyar el mantenimiento físico de los establecimientos educacionales.


d) Hacer obligatoria la incorporación al régimen de jornada escolar completa diurna, de los establecimientos de educación técnico profesional entregados en administración a entidades públicas o privadas sin fines de lucro, dando a sus sostenedores la opción de mantener su actual sistema de aporte fiscal o cambiarlo por una subvención anual.


e) Establecer un aporte suplementario por capital adicional en favor de aquellos establecimientos cuya planta física resulte insuficiente para incorporarse, con la totalidad de sus alumnos, al nuevo régimen de jornada escolar, entre el inicio del año escolar de 1998 y el inicio del año escolar de 2002.


f) Condicionar la entrega del aporte suplementario por capital adicional, a la suscripción de un convenio que estipule garantías reales o personales en favor del Fisco y la obligación de destinar las obras de infraestructura o equipamiento que con él se financien, a la atención de alumnos afectos al sistema de subvenciones, por un plazo de 30 años a contar desde la incorporación del establecimiento al régimen de jornada completa.


g) Modificar la ley Nº 19.410 con los siguientes propósitos:


- ampliar los recursos que los directores de establecimientos educacionales podrán percibir y administrar, haciéndolos comprensivos de la subvención de apoyo al mantenimiento y aquellos que se establezcan en el decreto de delegación.



- facultar a las municipalidades y corporaciones para llamar a concurso los cargos de directores de establecimientos educacionales y de jefes de los departamentos de administración educacional municipal, que estuvieren desempeñándose en dichos cargos, distinguiendo, para los efectos de la convocación a los concursos y el eventual cese de funciones, a los años que llevan en tales funciones.


- excepcionar del llamado a concurso a aquellos directores y jefes de departamentos de administración educacional, que hubieren accedido a sus cargos por concurso público después del 2 de septiembre de 1995.


h) Consagrar la gradualidad para la incorporación al sistema de la jornada escolar completa, permitiendo la acceder al mismo al inicio de los años escolares de 1997 a 2001, inclusive.


i) Incompatibilizar la incorporación al sistema de la jornada completa, con la exclusión de alumnos o la supresión de niveles o modalidades de enseñanza, matriculados o que hubieren dado lugar a la percepción de subvención por parte del sostenedor, respectivamente, al 30 de junio del año anterior.


j) Permitir la incorporación al nuevo sistema al inicio del año escolar de 1997, a los establecimientos que cumplan con los requisitos de tener un proyecto educativo y un personal idóneo, si, además, cuentan con una planta física que les permita atender a un número de educandos equivalentes a la matrícula vigente al 30 de junio de 1996.


k) Permitir la incorporación al régimen de la jornada completa, a partir del inicio del año escolar de 1998, por la totalidad de los alumnos del establecimiento o por ciclos o subciclos de enseñanza, siempre que ello no altere la normalidad educativa del resto del alumnado.


l) Permitir a los nuevos establecimientos educacionales que se autoricen para incorporarse al sistema antes del 31 de diciembre de 1996, acceder al aporte suplementario por costo de capital adicional de acuerdo a las normas permanentes de este proyecto.




Las citadas ideas matrices son materia propia de ley, muchas de ellas de la exclusiva iniciativa presidencial, al tenor de lo dispuesto en el artículo 60 Nºs. 8 y 14 de la Constitución Política en relación con el artículo 62, incisos tercero y cuarto Nº 3 de la misma Carta Fundamental, las que el proyecto concreta por medio de doce artículos permanentes y siete transitorios.


En efecto, por el artículo 1º se modifica el artículo 14 del decreto ley Nº 825, de 1974, para mantener, desde el 1 de enero de 1998 en adelante,  la actual tasa del impuesto al valor agregado.


Por el artículo 2º se establece la obligatoriedad de incorporarse al régimen de jornada escolar completa diurna, a contar del inicio del año escolar 2002, a todos los establecimientos subvencionados, en los niveles de 3º a 8º año básicos y de 1º a 4º año de educación media, exceptuándose de esta obligación los establecimientos que impartan educación básica especial diferencial y educación de adultos.


Por el artículo 3º se exige a los establecimientos educacionales, para los efectos de incorporarse al nuevo régimen, además de los requisitos contemplados en la Ley de Subvenciones, que cumplan con un mínimo de 38 horas semanales de trabajo escolar para la educación general básica y de 42 horas para la educación media humanístico científica y técnico profesional; un tiempo semanal de permanencia de los alumnos en el establecimiento y un horario de funcionamiento y disposición de sus instalaciones adecuados para el desempeño de las actividades docentes, académicas y recreativas de los alumnos, el trabajo del personal docente y la atención a los padres y apoderados.


Por el artículo 4º se modifica la Ley de Subvenciones para:


- agregar un nuevo artículo 9º bis que fija el nuevo valor de las subvenciones para los diferentes niveles  y modalidades de enseñanza; fijar el valor de la subvención para la modalidad de educación general básica especial diferencial de 3º a 8º años, en las discapacidades que el reglamento autorice para operar en el régimen de la jornada completa, y disponer el reemplazo de los valores de la subvención fijados en el artículo 9º por los que se señalan en este artículo, respecto de los establecimientos que se acogen al nuevo régimen de la jornada completa.


- agregar un artículo 12 bis A para elevar de 36 unidades de subvención educacional a 46 de esa mismas unidades, la subvención correspondiente a los establecimientos rurales ubicados en zonas limítrofes o de aislamiento geográfico y que tengan una matrícula igual o inferior a 17 alumnos, que se incorporen al régimen de jornada escolar completa.


- agregar un nuevo párrafo 6º para reglar la subvención anual de apoyo al mantenimiento.


Este nuevo párrafo contempla los artículos 14 bis y 14 bis A.


- el primero establece el monto de la subvención para los diferentes niveles y modalidades de enseñanza como para los establecimientos que prestan servicio de internado.



La subvención estará destinada a apoyar el financiamiento de los gastos de mantención, conservación y reparación física de los establecimientos, su equipamiento y mobiliario.


- el segundo señala la forma de determinar el monto de la subvención, el que se obtiene multiplicando el valor unitario que se indica por la asistencia media promedio por curso, en los meses del año escolar anterior.


La subvención deberá pagarse antes del 15 de enero de cada año.


En el caso de los establecimientos acogidos al sistema del financiamiento compartido, los valores de la subvención estarán afectos a un descuento del 20% o del 40%, según el valor del cobro mensual promedio que realiza el establecimiento.


En el caso de colegios que atiendan en más de una jornada escolar diurna o de establecimientos que funcionan en un mismo local, el valor de la subvención se reducirá a la mitad.


Se establece la reajustabilidad de los valores unitarios de la subvención a partir del 1 de enero de 1998 y se impone la obligación a los sostenedores de mantener la documentación correspondiente al uso de esta subvención, hasta por tres años para los efectos de su fiscalización por parte del Ministerio de Educación.


Por el artículo 5º se establece la incorporación al sistema de la jornada completa, de los establecimientos de educación técnico profesional regidos por el decreto ley Nº 3166, de 1980, autorizándose a las corporaciones o fundaciones sostenedoras a optar por el monto anual de recursos proporcionados por el Fisco por concepto de mantención y funcionamiento o por una subvención calculada de acuerdo a los valores que señala el artículo 9º bis de la Ley de Subvenciones, multiplicado por el número de alumnos y luego por 12.


Por el artículo 6º se establece un aporte suplementario por costo de capital adicional, en favor de aquellos establecimientos cuya planta física resulte insuficiente para incorporarse con la totalidad de sus alumnos al régimen de la jornada completa. El aporte se efectuará por alumno en situación deficitaria, entendiéndose por tales aquellos que correspondan a la matrícula del mes de junio anterior a la presentación de solicitud del aporte, que no puedan ser atendidos bajo el nuevo sistema conforme a la disponibilidad de aulas, servicios básicos o mobiliario.


El aporte se determinará conforme al tipo de inversiones requeridas por el establecimiento, el proyecto de inversión presentado por el sostenedor y los montos solicitados, no pudiendo exceder del límite que imponga el reglamento.


Por el artículo 7º se dispone que podrán optar a este aporte, los sostenedores de establecimientos de educación diurnos que operen al 30 de junio de 1996 bajo el régimen de la doble jornada y que cuenten con un proyecto de inversión. El citado proyecto podrá comprender la construcción de nuevos establecimientos, la adquisición de inmuebles construidos, la habilitación, adecuación y ampliación de locales existentes y la adquisición de equipamientos y mobiliario.


El aporte será asignado por el Ministerio de Educación entre los sostenedores postulantes, por medio de un procedimiento público, basado en un sistema de puntajes que considerará, entre otros factores, la vulnerabilidad social de los alumnos y el monto de los recursos solicitados.


El aporte se devengará al inicio de las obras de inversión contempladas en el proyecto correspondiente, el que podrá suspenderse si al cabo de un año dichas obras no se hubieren completado y no haya aún recepción municipal. Se expresará en unidades tributarias mensuales y se entregará trimestralmente a los sostenedores, pudiendo, a petición del sostenedor, entregarse directamente a las instituciones que financian las inversiones.


La entrega efectiva del aporte requerirá la exhibición de los contratos para la administración, supervisión y ejecución de las obras, efectuándose en cuotas en conformidad al cumplimiento efectivo del programa de inversión.


Por el artículo 8º se establece otra forma de entrega del aporte, a solicitud del sostenedor, sobre la base de proyectos de inversión en la ampliación o construcción de establecimientos nuevos, en cuotas trimestrales distribuidas en 15 años. En este caso, el aporte se determinará de acuerdo a un monto máximo por alumno.


Podrán postular también a esta modalidad, los sostenedores que entre el 1 de marzo de 1998 y el 1 de marzo de 2001, establezcan nuevos colegios bajo el régimen de la jornada completa, en localidades o comunas en que los establecimientos existentes sean insuficientes para atender a la población en edad escolar. El aporte, en este caso, corresponderá al 50% del caso anterior.


Podrán, asimismo, los sostenedores que accedan a esta modalidad, solicitar un anticipo de hasta un 25% del aporte total para el financiamiento de las obras, el que se deducirá proporcionalmente de los aportes trimestrales futuros, incluyendo un interés promedio para operaciones de crédito hipotecario a 15 años.


Por el artículo 9º se condiciona la entrega del aporte suplementario a la suscripción de un convenio que contemple garantías reales y personales en favor del Fisco y que las obras que se financien se destinen exclusivamente a la atención de alumnos bajo el sistema subvencionado hasta por 30 años, lapso durante el cual el sostenedor estará afecto a la prohibición de gravar y enajenar el establecimiento, gravamen que podrá alzarse con autorización del Ministerio de Educación siempre que las obras mantengan sus fines educacionales.


En todo caso, el sostenedor podrá realizar el cambio de destino si reintegra los recursos aportados, expresados en unidades tributarias mensuales, más el interés del 1% mensual.


Por el artículo 10, se faculta al Ministerio de Educación, para los efectos de facilitar las inversiones requeridas para la adecuación de la infraestructura de los establecimientos, para realizar programas especiales destinados a proveer de asistencia técnica para la preinversión, administración y supervisión técnica de las obras, regularizar los títulos de propiedad, recepciones de obras y facilitar el acceso de los sostenedores a fuentes de financiamiento. Estos programas podrán ser administrados directamente por el Ministerio, convenidos con otras instituciones o incorporados a los convenios de programación a que se refiere la ley sobre Gobierno y Administración Regional.


Por el artículo 11 se modifica la ley Nº 19.410 para:


- modificar el artículo 22 a fin de agregar a los recursos que los directores de establecimientos pueden percibir y administrar, los provenientes de la subvención para mantenimiento y los demás comprendidos en el respectivo decreto de delegación.


- substituir el artículo 1º transitorio para permitir llamar a concurso los cargos de directores de establecimiento y jefes de departamentos de administración educacional, actualmente servidos por profesionales de la educación, que se hubieren desempeñado en ellos por 10 o más años; por más de 5 años y menos de 10, y por 5 o menos años. Los concursos serán públicos y se convocará a ellos en los segundos semestres de los años 1997, 1998 y 1999, respectivamente.


Los titulares actuales de estos cargos podrán postular a los mismos, pero si no son nombrados, cesarán en ellos en marzo de 1998, marzo de 1999 y marzo de 2000, respectivamente, pudiendo acogerse, en el primer caso, a la recontratación en un cargo docente en otro establecimiento de la comuna o a los beneficios de la renuncia voluntaria y correspondiente indemnización según los términos de la ley Nº 19.070, y sólo a esta última posibilidad, en el segundo caso.


Igual norma se aplicará a los directores y jefes de departamento de administración educacional que no postularen a los respectivos concursos.


En todo caso, esta norma no se aplicará a quienes hayan accedido a sus cargos por concurso público, después del 2 de septiembre de 1995.


Por el artículo 12 se faculta al Jefe del Estado para que fije los textos refundidos de la ley sobre Estatuto de la Profesión Docente y Ley de Subvenciones (ley Nº 19.070 y decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993).


Por el artículo 1º transitorio, se faculta a los establecimientos educacionales subvencionados y a los de educación técnico profesional, sujetos al decreto ley Nº 3166, de 1980, para que se incorporen al nuevo sistema de la jornada completa, a partir del inicio de los años escolares de 1997 y hasta el inicio del 2001, inclusive.


Por el artículo segundo transitorio, se establecen los requisitos para incorporarse al nuevo régimen en el período señalado en el artículo anterior. Para ello deberán los establecimientos contar con un proyecto de jornada escolar completa diurna, aprobado por el Ministerio de Educación y en el que se especifique lo siguiente:


- la justificación pedagógica de la utilización del tiempo de trabajo escolar.


- la duración de la jornada semanal de trabajo.


- el tiempo diario de permanencia de los alumnos en el establecimiento.


- el número de alumnos que será atendido por el establecimiento bajo el régimen de la jornada completa.


El proyecto correspondiente debe ser consultado, en forma previa a su presentación al Ministerio, al consejo de profesores y a los padres y apoderados.


Asimismo, el establecimiento deberá contar con la infraestructura y el equipamiento para la debida atención de los alumnos, personal docente y paradocente y padres y apoderados, como también con el personal docente idóneo y el personal administrativo y auxiliar necesario.


Por el artículo 3º transitorio se establece que los proyectos deberán presentarse al respectivo Departamento Provincial de Educación, el que tendrá un plazo de 90 días para aprobarlo o rechazarlo, debiendo fundar el rechazo si se basare en algún punto relacionado con el proyecto mismo.


Si no hubiera resolución dentro de los 90 días señalados, se tendrá el proyecto por aprobado. En caso de rechazo, el sostenedor podrá apelar en los 5 días hábiles siguientes ante el Secretario Regional Ministerial de Educación que corresponda quien deberá resolver, en última instancia, dentro de 10 días.


Por el artículo 4º transitorio se establece que la aplicación del nuevo sistema de la jornada completa, no podrá significar la exclusión de alumnos matriculados al 30 de junio del año anterior ni la supresión de niveles o modalidades por las que el sostenedor haya percibido subvención a igual fecha.


Por el artículo 5º transitorio, se permite incorporarse al nuevo régimen a partir del inicio del año escolar de 1997, a los establecimientos que cumpliendo con los requisitos del proyecto de jornada escolar completa y teniendo el personal docente idóneo, cuenten con una planta física que les permita atender a un número de alumnos equivalente a la matrícula que tenían al 30 de junio de 1996.


Por el artículo 6º transitorio, se establece la incorporación gradual al sistema de los establecimientos que cumpliendo con los requisitos, quieran acceder a él a partir del inicio de los años escolares 1998 y siguientes hasta el 2002, por ciclos o subciclos de enseñanza, siempre que con ello no se altere el normal desenvolvimiento de la actividad educativa del resto de los estudiantes.


La misma norma previene que en el caso que los proyectos de jornada completa de los establecimientos, contemplen un número de alumnos a atender inferior a la matrícula vigente al 30 de junio del año anterior al de la postulación, deberán acreditar ante el Ministerio de Educación la continuidad de estudios en otros establecimientos, de un número de alumnos equivalente a la diferencia.


Por el artículo 7º transitorio se dispone que los nuevos establecimientos educacionales autorizados para funcionar bajo el nuevo régimen antes del 31 de diciembre de 1996, podrán acceder al aporte suplementario por costo de capital adicional, en las misma condiciones y con los mismos requisitos establecidos en las normas permanentes. 

DISCUSION DEL PROYECTO.


a) Discusión en general.



Durante la discusión de la idea de legislar, el Diputado señor Valenzuela estimó necesario puntualizar, ante la objeción de que la iniciativa sería incompleta, que ella sólo se refería al anuncio presidencial de la ampliación de la jornada escolar, idea 
que consideró de fundamental importancia para el mejoramiento de la educación.


La señora Aylwin sostuvo que las ideas centrales del proyecto, expresadas en el deseo de restablecer la jornada extendida para todos los colegios, el traspaso de recursos fiscales para financiar la infraestructura necesaria para la aplicación del proceso, la mejora de la gestión de los establecimientos por la vía de entregar más atribuciones a los directores y de hacer concursables sus cargos y el financiamiento de los gastos que significará la aplicación del proyecto por medio de la mantención de la tasa del impuesto al valor agregado, eran aceptadas por todos los parlamentarios, de tal manera que bien podía aprobarse el proyecto, sin perjuicio de introducirle mejoras en la discusión en particular.


El señor Ortiz expresó su apoyo a la iniciativa por ser la jornada completa una idea recomendada por todas las comisiones especializadas que han estudiado el tema e, incluso, por considerar la nueva proposición como un eslabón más en el desarrollo del país destinado a erradicar la pobreza e inserto en iniciativas de tanta significación como la ley Nº 19.070, el Programa de las 900 Escuelas y el Programa de Mejoramiento de la Calidad y Equidad de la Educación.


La señorita Saa consideró que el proyecto reflejaba un enorme esfuerzo educacional que concita el apoyo de todo el país. A su juicio, la posibilidad de que los niños puedan permanecer más tiempo en las escuelas, constituye una oportunidad para los sectores más pobres, un paso para mejorar la calidad de la educación y, por su intermedio, la equidad, es decir, la igualdad de oportunidades.


El señor Villouta expresó su apoyo a la iniciativa recordando que los representantes de los sostenedores del sector privado que asistieron a la Comisión, junto con reconocer la necesidad de la nueva normativa, coincidieron en la lógica de la obligatoriedad del sistema por cuanto resultaría inconveniente para su sector mantenerse al margen de él.


b) Opinión de los Diputados disidentes del acuerdo de mayoría.


El señor Pérez Varela fundamentó su abstención por considerar desilusionante el proyecto por cuanto no correspondería a la gran reforma educacional anunciada por el Jefe del Estado el 21 de mayo pasado. A su juicio, la iniciativa solamente tocaba dos de los cuatro temas que se había anunciado tratar, sin que nada se dijera acerca de los omitidos.


Asimismo, estimó que el proyecto contenía ciertas características que consideró negativas, como la obligatoriedad de incorporarse a la nueva jornada, circunstancia rigidizante que obligaría a muchos colegios a disminuir sus matrículas en cerca de un 50% por no serles posible ampliar sus infraestructuras, con la consiguiente disminución de ingresos. Se mostró partidario de consagrar la voluntariedad como elemento central del proyecto, característica que permitiría a los distintos establecimientos, por medio de incentivos correctos, irse adecuando paulatinamente al nuevo sistema e incorporarse a él sin mayores problemas.


Además de lo anterior, la obligatoriedad también afectaría a los profesores con contratos en más de un establecimiento, puesto que, en la práctica, seguramente, serían presionados para dejar uno de sus cargos y servir la jornada completa en un solo colegio, con el correspondiente desmedro económico.


Por último, en lo que se refiere al mecanismo de entrega de la subvención, consideró que ésta debería ser una sola de tal manera de permitir al director gestionar efectivamente el establecimiento, dándole la autonomía, la flexibilidad, la operatividad y la independencia que todos desean fomentar; en cambio, las especificidades que reviste distorsionan el sistema, constituyen un elemento centralizador y transforman a los directores en meros ejecutores de decisiones emanadas de los niveles central o regional.


El señor Rodríguez señaló igualmente abstenerse por cuanto la discusión en general no sólo debe centrarse en la alternativa de estar o no de acuerdo con la extensión de la jornada escolar, sino que en las principales ideas del proyecto sin perjuicio de las modificaciones que puedan introducirse en la discusión en particular.


Añadió que no obstante reconocer la bondad del principio de la ampliación de la jornada, cree que esta ampliación no debe ser obligatoria ni aplicarse por igual a todos. A su juicio, debería establecerse como una alternativa educativa por las mismas razones dadas por prácticamente todos los invitados a la Comisión.


Asimismo, en lo que se refiere al traspaso de recursos a los sostenedores, estimó que la ley, sin que por ello pecara de reglamentaria, debería consignar los parámetros más importantes que garantizaran una entrega transparente, objetiva, equitativa y no discriminatoria.


Finalmente, objetó la inclusión de una disposición que obliga a llamar a concurso para los cargos de directores de establecimientos, la que nada tendría  que ver con el resto del articulado, y la excesiva injerencia que se concede a las direcciones provinciales de educación.


El Diputado señor Errázuriz manifestó, asimismo, abstenerse, no obstante estimar positiva la extensión de la jornada, por cuanto consideró indispensable dar flexibilidad a las normas del proyecto ya que resultaría inconveniente fijar como fecha tope para incorporarse al sistema el inicio del año escolar 2002. Sostuvo que el ofrecimiento gubernamental de extender este plazo en un año, no solucionaba el problema.


Asimismo, manifestó dudas de constitucionalidad en relación a disposiciones como las relativas a los directores de establecimientos, las que serían ajenas al resto de la iniciativa, motivos todos que, sin negar lo positivo de la extensión de la jornada, lo llevan a concluir que el proyecto tal como está concebido no es apto para ese fin.


El señor Ulloa, asimismo, expresó su conformidad con la idea central de ampliar la jornada, pero la necesidad de pronunciarse sobre un cuerpo concreto de normas, el que no le parece adecuado, le llevó a abstenerse.


A su parecer, la falta de idoneidad del proyecto residiría en cinco puntos fundamentales: la insuficiencia de los recursos destinados a su financiamiento, la obligatoriedad de la incorporación al sistema, la concursabilidad de los cargos de directores y de jefes de departamentos de administración educacional municipal, la excesiva injerencia de las direcciones provinciales de educación y la necesidad de absoluta transparencia y objetividad en el traspaso de recursos.


El señor Martínez Labbé, finalmente, fundamentó su abstención no obstante coincidir con la extensión de la jornada, en el hecho de que las conversaciones sostenidas con el Ministro del ramo para introducir algunas modificaciones no habrían sido acogidas, como también en el carácter impositivo que se ha dado al procedimiento de estudio del proyecto,  unido al hecho de no haberse analizado debidamente la repercusión que puede tener la extensión de la jornada en las familias de los estudiantes de la enseñanza media.


Cerrado el debate y puesta en votación la idea de legislar, se la aprobó por 7 votos a favor, ninguno en contra y 5 abstenciones.


c) Discusión en particular.


Durante la discusión artículo por artículo, la Comisión llegó a los siguientes acuerdos:


ARTICULO 1º.


Modifica el decreto ley Nº 825, de 1974, para mantener la actual tasa del impuesto al valor agregado por el año 1998.



El Diputado señor Allamand hizo presente que la modificación de esta norma significaba un alza tributaria por cuanto a partir de ese año la tasa debería bajar, todo ello conforme al acuerdo político alcanzado con el Gobierno pasado, acuerdo que con esta medida se estaría rompiendo. Asimismo, recordó que el producto de este impuesto no podía estar afecto al financiamiento de la iniciativa, el que necesariamente gravitaría sobre la totalidad de los recursos del Estado. 


Finalmente, expresó extrañeza por esta modificación toda vez que la tasa del impuesto durante 1997 fue fijada por el Jefe del Estado en 18% conforme a sus prerrogativas y se anuncia para el próximo año un amplio debate sobre el tema tributario, todo lo que indicaría la conveniencia de no introducir modificaciones en esta oportunidad.


Los representantes del Ejecutivo reconocieron que la iniciativa no se financiaba exclusivamente con el producto de este impuesto, el que no podría ser de afectación, pero la necesidad de mantener la tasa en forma permanente surgía del deseo de poder enfrentar los crecientes gastos fiscales como consecuencia del mejoramiento constante de la economía y, especialmente, de asegurar un flujo de ingresos suficiente, obtenido de uno de los impuestos más rendidores, para poder implementar una iniciativa de la envergadura como la que se analiza.


Asimismo, en el debate tributario anunciado se daba por sentado, conforme a las razones señaladas, que la tasa impositiva en modo alguno podría ser objeto de rebaja.


Cerrado el debate, se aprobó la disposición en iguales términos por mayoría de votos ( 7 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones). 



ARTICULO 2º.


Establece la obligatoriedad de incorporarse al sistema de la jornada escolar completa diurna a partir del inicio del año escolar de 2002.


El Diputado señor Ulloa estimó que la incorporación al nuevo sistema debería ser voluntario y no obligatorio por cuanto el impacto del cambio podría complicar mucho más la situación.


El señor Ortiz quiso saber que solución se daba para los 1ºs. y 2ºs. años básicos no comprendidos en la reforma, ya que había pedido se los incorporara.


Los representantes del Ejecutivo señalaron que razones históricas recomendaban que cambios de esta naturaleza se hicieran en forma obligatoria, tal como había sido con la ley de instrucción primaria, el aumento de dos años en la educación básica, el aumento de horas de clases, etc.

No obstante, en las indicaciones se contemplaban algunas flexibilizaciones como aumentar el plazo para incorporarse al sistema a seis años y la supresión de algunos requisitos. En lo referente a los 1ºs. y 2ºs. años, razones técnicas no hacían recomendable su incorporación al sistema, pero tratándose de los sectores de mayor vulnerabilidad social, se contemplaba en las indicaciones la posibilidad de aumentar su jornada en una o dos horas conforme a las disposiciones de la ley Nº 19.410.


Cerrado el debate, se aprobó el artículo en iguales términos por mayoría de votos. (5 votos a favor, 0 en contra y 4 abstenciones).


ARTICULO 3º.


Señala los requisitos que deberán cumplir los establecimientos subvencionados para tener acceso a la subvención dentro del régimen de la jornada escolar completa diurna.


El Ejecutivo presentó una indicación para agregar en la letra c) la siguiente oración final:


"Así como el funcionamiento de los Centros de Padres y Apoderados y de los Centros de Alumnos, en el caso de la enseñanza media. Para esto último no será necesario, sin embargo, contar con construcciones o salas especiales.". 


Los representantes del Ejecutivo explicaron los alcances de esta disposición, señalando que no hacía otra cosa que explicitar los requisitos que deberían cumplirse para incorporarse al nuevo sistema, tales como los mínimos de horarios de trabajo escolar, el tiempo de permanencia en el establecimiento y el funcionamiento y disposición de sus instalaciones para la realización de actividades más allá de las que se efectúan en el aula. 



La indicación complementaría las actividades contempladas en la letra c) y no haría exigibles la existencia de salas especiales para el funcionamiento de los centros.


Las señoras Aylwin y Saa estimaron restrictiva la frase "en el caso de la Enseñanza Media", contemplada en la indicación, toda vez que era posible que en la educación básica se constituyeran también centros de alumnos, de tal manera que resultaba preferible dejar abierta la disposición.


La Comisión acogió esta observación y acordó suprimir la frase objetada.


Cerrado finalmente el debate, se aprobó el artículo con la indicación corregida por mayoría de votos. (7 votos a favor, 0 en contra y 3 abstenciones).


ARTICULO 4º.


Introduce diversas modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, Ley de Subvenciones.


El Ejecutivo presentó una indicación para introducir cuatro modificaciones a este artículo: 


- por la primera agrega una letra d) nueva al artículo 6º del decreto con fuerza de ley mencionado del siguiente tenor:


"d) Que cuenten con un reglamento interno que rija las relaciones entre el establecimiento y los alumnos, en el cual deberán estar indicadas las causales de suspensión de los alumnos y de cancelación de matrícula.


En todo caso, dichas causales no podrán contemplar la cancelación de la matrícula o la expulsión de alumnos durante la vigencia del respectivo año escolar, por causales derivadas exclusivamente de su situación socio-económica o de su rendimiento académico.".


- por la segunda agrega un inciso segundo al artículo 9º bis propuesto por el Nº 1 original, del siguiente tenor:


"Los establecimientos educacionales rurales de educación general básica, a que se refieren el inciso segundo del artículo 12 y el inciso primero del artículo 12 bis, ambos del decreto con fuerza de ley Nº 5, de Educación, de 1993, con cursos multigrados, también podrán funcionar de acuerdo al régimen de jornada escolar completa diurna para los alumnos correspondientes a los niveles de enseñanza de 1º y 2º años básicos. En tal caso, tendrán derecho a percibir por estos alumnos la subvención establecida en el inciso anterior, para la educación general básica de 3º a 8º años.".


- por la tercera reemplaza el inciso tercero del artículo 14 bis A, propuesto por el Nº 3 original, del siguiente tenor:


"En el caso de los establecimientos regidos por el Título II, de este decreto con fuerza de ley, que funcionen con cualquier Régimen de Jornada Escolar, se aplicará un descuento sobre esta subvención, el cual será equivalente al porcentaje que hubiere representado el descuento señalado en el artículo 25, en relación a la subvención de los artículos 9º y 9º bis, según sea el caso, al practicarse el ajuste dispuesto en el artículo 33, correspondiente al último año.".


- por la cuarta agrega una nueva letra c) al artículo 37 del decreto con fuerza de ley citado, del siguiente tenor:


"c) La suspensión de alumnos o la cancelación de matrícula, que se haga en contravención a lo que se establezca en el reglamento a que se refiere la letra d), del artículo 6º.".


La Comisión dada la complejidad de la norma, acordó dividir la votación, tratando separadamente cada uno de los números del artículo con las indicaciones que en cada caso los afectan.


a) El Nº 1 referido a la modificación introducida al artículo 6º del decreto con fuerza de ley por la indicación.


Se aprobó sin debate, por unanimidad, en los mismos términos.


El Nº 2 referido al nuevo artículo 9º bis introducido al decreto con fuerza de ley por el texto original, el 
que, a su vez, fue objeto de una indicación del Ejecutivo.


El señor Rodríguez señaló que votaría en contra porque de acuerdo a los antecedentes vertidos en la Comisión por los sectores municipalizado y particular subvencionado, los recursos que se estarían asignando serían insuficientes, lo que contribuiría a aumentar los problemas actuales de los municipios.


Cerrado el debate, se procedió a votar separadamente el texto original y la indicación, resultando aprobado el primero  por 7 votos a favor y 3 en contra y la segunda por 7 votos a favor, 0 en contra y 4 abstenciones.


El Nº 3 referido al nuevo artículo 12 bis A introducido por el texto original al decreto con fuerza de ley.


Se aprobó sin debate, en iguales términos, por mayoría de votos ( 7 votos a favor y 4 en contra).


El Nº 4 referido en su primera parte, al nuevo artículo 14 bis del nuevo Párrafo 6º introducido al decreto con fuerza de ley por el texto original.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que por primera vez se establecía esta subvención, destinada a apoyar las reparaciones y obras de conservación, las que muchas veces son causa de desfinanciamiento de los colegios. Expresaron que su valor se establece en montos fijos que han sido determinados sobre la base de considerar estos gastos en un porcentaje aproximado de un 3% de la subvención. 


El señor Rodríguez dijo valorar positivamente esta subvención por cuanto, indudablemente, ayudará a la mantención de los establecimientos, pero persistió en su criterio acerca de lo poco adecuado del mecanismo de asignación de los recursos, el que debiera efectuarse por medio de la subvención misma. Sostuvo que la asignación de sumas fijas para fines determinados, significaba resolver centralizadamente qué cantidades de la subvención deberían destinarse a las diferentes cosas.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que estas sumas se agregan a la subvención y se asimilan a ella, aunque se paga a principios de año por ser la época en que normalmente se efectúan las reparaciones.


Cerrado el debate, se aprobó la disposición por mayoría de votos (7 votos a favor, 0 en contra y 3 abstenciones).


El Nº 4, en su segunda parte, referido al nuevo artículo 14 bis A del nuevo Párrafo 6 ya señalado, introducido al decreto con fuerza de ley por el texto original y que, a su vez, fue objeto de una indicación del Ejecutivo.


En atención a lo extenso de la disposición, la Comisión acordó votarlo separadamente por incisos.


Incisos primero y segundo.


Se aprobaron, sin debate, en iguales términos por mayoría de votos (7 votos a favor, 0 en contra y 3 abstenciones).


Inciso tercero ( de acuerdo al texto de la indicación).


Los representantes del Ejecutivo explicaron que esta disposición se refería a los establecimientos afectos al régimen del financiamiento compartido y que la indicación no hacía otra cosa que dar a la subvención de apoyo al mantenimiento que les correspondía, el mismo trato que la ley da a la subvención general en estos casos, es decir, le aplicaba descuentos en proporción a los cobros que estos establecimientos perciben por sus alumnos.


Cerrado el debate, se aprobó por unanimidad.


Incisos cuarto y quinto.


Se aprobaron sin debate, en iguales términos, por unanimidad.


Inciso sexto.


El señor Avila se mostró partidario de agregar al final de este inciso las palabras " y de los órganos competentes", por cuanto el control que la disposición entrega al Ministerio de Educación, también puede ser ejercido por la Contraloría General de la República quien tiene facultades para fiscalizar la inversión de los fondos públicos cualquiera sea su destinatario.


El señor Ortiz hizo presente que la observación del señor Avila era una cuestión largamente debatida, pero que, invariablemente, las indicaciones hechas presentes al respecto eran declaradas inconstitucionales por afectar el derecho de propiedad.


El Diputado señor Valenzuela señaló que las facultades fiscalizadoras de la Contraloría General de la República, no podían extenderse a los fondos públicos recibidos por los sostenedores del sector particular subvencionado o por las corporaciones, por cuanto se entendía que las cantidades percibidas correspondían a la retribución por el servicio educacional que prestaban.


Cerrado el debate, se aprobó el inciso, en iguales términos, por unanimidad.



El Nº 5 referido al artículo 37 del decreto con fuerza de ley, propuesto por la indicación.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que esta norma agregaba una nueva infracción grave al listado contenido en el citado artículo 37, que señala aquellas en que pueden incurrir los sostenedores y que guardaría relación con la modificación que se introduce al artículo 6º del mismo decreto con fuerza de ley Nº 5.


Se lo aprobó en los mismos términos, por unanimidad.


ARTICULO 5º.


Establece la obligación de los establecimientos de educación técnica profesional de incorporarse al régimen de la jornada escolar completa diurna.


Los representantes del Ejecutivo explicaron esta disposición, señalando que la opción consagrada en el inciso segundo obedecía al hecho que los convenios mantenidos con las empresas sostenedoras, contemplaban aportes superiores a los que significa el pago de la subvención normal, pero que, como consecuencia de los aumentos experimentados por esta última, más los nuevos incrementos que se generarían como efecto de la aplicación del régimen de la jornada completa, hacían que la situación pudiera revertirse. De ahí entonces la posibilidad de optar, por una sola vez, por el régimen que resulte más conveniente.


La Comisión acordó dividir la votación, pronunciándose separadamente por el inciso primero y luego por los demás en conjunto.


Conforme a lo anterior, aprobó el primer inciso, en iguales términos, por mayoría de votos ( 7 votos a favor, 0 en contra y 3 abstenciones) y los segundo, tercero y cuarto, también en iguales términos, por unanimidad.


ARTICULO 6º.


Establece en favor de los establecimientos subvencionados que carezcan de la infraestructura necesaria para incorporarse al nuevo régimen de jornada completa, un aporte suplementario por costo de capital adicional.


El Ejecutivo presentó una indicación para modificar este artículo en los siguientes aspectos:


a) En el inciso primero intercalar entre las palabras "fijo" y "por", la expresión "trimestral" y agregar la siguiente frase final: "y que se pagará durante un período de 15 años.".


b) Agregar los siguientes incisos cuarto y quinto nuevos:


"La Ley de Presupuestos de cada año, en el Presupuesto del Ministerio de Educación, contemplará los recursos que se destinen al aporte por costo de capital adicional, a que se refiere este artículo.


En el caso de los establecimietos educacionales a que se refiere el artículo 13, para los efectos de la determinación del aporte de que trata este artículo, se considerarán asimismo, como alumnos en situación deficitaria, los de 1º y 2º años básicos, que por las mismas razones señaladas en el inciso tercero no puedan ser atendidos bajo el Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna.".


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que el tema del financiamiento de la infraestructura ha sido objeto de distintas soluciones alternativas, tales como un aumento general de la subvención o la posibilidad de créditos blandos, pero del estudio de todas esas posibilidades, se han reafirmado en la solución del proyecto como la más adecuada para el objetivo propuesto, tanto por ser la de menos costo como por ser la más efectiva.



El señor Valenzuela hizo presente que el texto propuesto por el Ejecutivo sería inconstitucional por infringir las garantías constitucionales. Recordó que el Capítulo III de la Carta Fundamental no sólo establece los derechos sino también los deberes de las personas. En lo que se refiere al derecho a la educación, contenido en el Nº 10 del artículo 19, cree que debe entendérselo relacionado con la libertad de enseñanza contenida en el Nº 11. Esta última garantía incluye los derechos de abrir y organizar establecimientos educacionales, pero también el deber de mantener dichos establecimientos. A su juicio, sería ese deber el que estaría infringiendo el texto del Ejecutivo al entregar aportes cuantiosos, a título gratuito, a los sostenedores privados, liberándolos del deber que pesa sobre ellos.


Además de lo anterior, la proposición del Ejecutivo significaría despenalizar la figura delictiva prevista en el artículo 239 del Código Penal, que sanciona al empleado público que en las operaciones en que interviniere en razón de su cargo, defraudare o consintiere que se defraudare al Estado, a las municipalidades y establecimientos que indica. Añadió que cuando se emplean mal los dineros fiscales se incurre en este delito y, a su parecer, los parlamentarios, como funcionarios públicos, estarían incurriendo en dicha figura delictiva por estar defraudando el interés de otros al permitir se invierta en la forma que se propone y no en los 1ºs. y 2ºs. años básicos o los kindergartens. 


Al respecto anunció su oposición a la norma y la presentación de una indicación substitutiva, comprensiva de este artículo y los artículos 7º, 8º, 9º y 10,  que se transcribe en el capítulo INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES y que no se analiza por haber sido así declarada.


El señor Ulloa estimó existir una confusión en el planteamiento del señor Valenzuela, por cuanto la misma Constitución establece la obligatoriedad de la enseñanza básica e impone al Estado el deber de financiar un sistema gratuito para permitir el acceso a ella. Ese sería el principio en que se funda la proposición del Ejecutivo por cuanto no se trata de financiar a los particulares sino que al alumno a quien el Estado le asegura su educación por la vía de la subvención, dándole la libertad de escoger el establecimiento en que se quiere educar, sea éste municipalizado o particular subvencionado.


La señora Aylwin manifestó su apoyo a la proposición del Ejecutivo porque, a su juicio, el aporte suplementario no se diferencia de una subvención y porque el texto propuesto resguarda en forma debida la entrega de fondos públicos al sector particular subvencionado, atendiendo a la heterogeneidad existente en ese sector.


La Comisión acordó dividir la votación de este artículo, tratando en primer lugar los dos primeros incisos con las indicaciones del Ejecutivo al primero; luego el inciso tercero y, finalmente, los dos incisos finales agregados por la indicación.


Incisos primero y segundo.


Se los aprobó, en segunda votación, por mayoría de votos (4 votos a favor, 1 en contra y 2 abstenciones).


Inciso tercero.


La señorita Saa expresó su desacuerdo con esta norma por no considerar entre los alumnos deficitarios a los de 1º y 2º años básicos, salvo el caso del artículo 13 de este proyecto, por cuanto, a su parecer, sería ilógico que no se contemplara la eventualidad de incluir en las nuevas infraestructuras, salas de clases para este nivel, independientemente de que se financie la extensión de la jornada completa para ellos, ya que en tal caso,  se estaría impidiendo o dificultando la posibilidad de que las familias interesadas pudieran financiar esa extensión por sí mismas.


La señora Aylwin apoyó la proposición de la señorita Saa por cuanto no se justifica, de acuerdo a la entidad del esfuerzo que se está haciendo, dejar sin una sala de clases a todo un nivel, independientemente de que se extienda a él también la jornada completa. A su parecer, la solución del Ejecutivo estaría trunca y dejaría latente el problema respecto de los primeros y segundos años básicos - en el sentido de tener que asistir en la mañana un curso y en la tarde el otro - por largo tiempo más.


El señor Valenzuela dijo no concordar con la proposición del Ejecutivo en el sentido de privilegiar, en lo que se refiere a la extensión de la jornada, a los cursos superiores de la educación básica, porque, conforme a estudios técnicos pedagógicos efectuados, los mayores esfuerzos deben hacerse en la base de la pirámide educacional. Por ello de no poderse hacer extensivo el aumento de la jornada a todos los cursos básicos, sería partidario de privilegiar a los primeros y segundos años por sobre los demás.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que por la vía de la indicación, se había aplicado la extensión de la jornada a los primeros y segundos años en los sectores más vulnerables. Para los demás estudiantes que no están en esa situación de vulnerabilidad, el Estado cuenta con otros medios para financiar una posible extensión y que son los recursos descentralizados que manejan las regiones. En el caso del proyecto, el Estado se obliga a financiar las infraestructuras por el hecho de obligar a ampliar la jornada, de tal manera que las sugerencias que se han formulado podrían satisfacerse por medio de los recursos regionales que se señalaron y que son los que actualmente se emplean en este tipo de ampliaciones.



Cerrado el debate, se aprobó el inciso, en segunda votación, por mayoría de votos (5 votos a favor, 0 en contra y 2 abstenciones).


Incisos cuarto y quinto.


Se aprobaron sin debate, en segunda votación, por mayoría de votos (6 votos a favor, 0 en contra y 2 abstenciones).


ARTICULO 7º.


Señala quienes podrán acceder al aporte complementario, indica los requisitos para ello e indica el procedimiento para la entrega.


El Ejecutivo formuló una indicación substitutiva del siguiente tenor:


"Artículo 7º.- Podrán acceder al aporte a que se refiere el artículo anterior, los sostenedores de establecimientos educacionales de atención diurna que al 30 de junio de 1996 se encontraren operando bajo el régimen de doble jornada y que cuenten con:


a) Un proyecto de inversión adecuado a las necesidades del establecimiento y que se ajuste a las normas del D.F.L. Nº 458, de 1976, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, sobre urbanismo y construcciones y su reglamento y de las contenidas en la Ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, y


b) Los convenios o contratos necesarios para el financiamiento y administración o ejecución de las obras correspondientes.


El proyecto de inversión a que se refiere la letra a), podrá comprender la construcción de nuevos establecimientos, adquisición de inmuebles construidos, habilitación, adecuación y ampliación de locales existentes y adquisición de equipamiento de servicios y mobiliario.


El aporte suplementario por costo de capital adicional, se devengará a partir del mes siguiente al inicio de las obras de inversión contempladas en el proyecto a que se refiere el inciso primero y podrá suspenderse, si al cabo de un año dichas obras no se hubieren completado y efectuado la recepción municipal correspondiente.


Dicho aporte se expresará en Unidades Tributarias Mensuales y se ajustará durante los tres años siguientes a su otorgamiento, en caso de disminución de la asistencia media promedio entre el año escolar anterior al de la postulación y el anterior al de la cuota correspondiente.


El sostenedor podrá autorizar mediante escritura pública, que el pago del aporte suplementario se efectúe, total o parcialmente, a las  instituciones que financien las inversiones en los respectivos establecimientos educacionales.


En el caso de los establecimientos regidos por el Título II del decreto con fuerza de ley Nº 5, de Educación, de 1993, que funcionen en el régimen de jornada escolar completa diurna, se aplicará un descuento sobre este aporte, el cual será equivalente al porcentaje que hubiere representado el descuento señalado en el artículo 25, en relación a la subvención de los artículos 9º o 9º bis, según sea el caso, al practicarse el ajuste dispuesto en el artículo 33, correspondiente al último año.


Podrán, de la misma forma, postular al aporte suplementario los sostenedores que, entre el inicio del año escolar de 1998 y el inicio del año escolar de 2001, establezcan nuevos establecimientos bajo el régimen de Jornada Escolar Completa Diurna en comunas o localidades en que la capacidad de los establecimientos educacionales existentes sea insuficiente para atender a la población en edad escolar correspondiente. En tal caso, el aporte suplementario por alumno, será equivalente al 50% del monto trimestral fijo por alumno establecido en el inciso primero del artículo 6º, el que se aplicará sobre el número de alumnos matriculados durante el primer año de funcionamiento del establecimiento.".


Se aprobó sin debate por mayoría de votos (5 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones).


ARTICULO 8º.


Señala un procedimiento distinto para la entrega del aporte suplementario, a solicitud del sostenedor, mediante cuotas trimestrales distribuidas en un período de 15 años.


El Ejecutivo presentó una indicación substitutiva del siguiente tenor:


"Artículo 8º.- 
Los sostenedores podrán solicitar, al momento de acceder al aporte suplementario por costo de capital adicional, el anticipo de hasta un 25% del aporte total estimado para el financiamiento de sus obras de inversión. 


El porcentaje de este anticipo podrá ser incrementado para los establecimientos educacionales dependientes de las Municipalidades que sean administrados directamente por ellas o a través de Corporaciones. En tal caso, dicho aporte se efectuará sobre la base del cumplimiento efectivo del programa de obras contemplado en los contratos respectivos, pudiendo suspenderse en cualquier momento ante su incumplimiento o modificación injustificada.


Para los efectos de lo establecido en el presente artículo, se considerará como aporte total estimado el resultante de aplicar el monto trimestral por alumno a que se refiere el artículo 6º, al número de alumnos deficitarios vigente al momento de solicitar el anticipo, multiplicado por 60. Las cantidades anticipadas se deducirán proporcionalmente de los aportes trimestrales futuros, considerando para este efecto la tasa de interés promedio del sistema bancario para operaciones de crédito hipotecario a 15 años, la que se contará desde la entrega de los aportes, en 60 cuotas.


Si por aplicación del ajuste establecido en el inciso cuarto del artículo 7º, el anticipo otorgado al sostenedor de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo, excedió de lo que le había correspondido percibir, deberá reintegrarse el exceso producido en cuotas mensuales iguales y sucesivas durante el período que reste hasta completar el plazo de 15 años a que se refiere el artículo 6º. Este reintegro podrá efectuarse mediante descuentos de la subvención de escolaridad establecida en el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, los que, en todo caso, no podrán ser superiores al 5% de dicha subvención mensual, correspondiente al establecimiento para el cual fue otorgado el aporte.


Los establecimientos subvencionados afectos al Título I del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, que habiendo recibido el aporte a que se refiere este artículo, pasen a regirse por las normas del Título II, estarán afectos a un descuento proporcional a los valores que cobren a los padres y apoderados, el que se aplicará sobre los aportes trimestrales establecidos en el artículo 6º, por el período que reste, hasta completar el plazo de 15 años señalados en la misma disposición.


A los establecimientos subvencionados afectos al Título II del decreto con fuerza de ley Nº5, del Ministerio de Educación, de 1993, que varíen los valores que cobran a los padres y apoderados, se aplicará el mismo descuento proporcional a que se refiere el inciso anterior, sobre los aportes trimestrales establecidos en el artículo 6º, por el período que reste, hasta completar el plazo de 15 años señalado en ese artículo.


Los establecimientos subvencionados afectos al Título II del decreto con fuerza de ley citado, que hayan recibido el aporte trimestral que se consulta en el artículo 6º, dejarán de percibirlo, desde el momento que los  valores que cobran a los padres y apoderados superen el monto de 4 U.S.E. mensuales por alumno, establecido en el artículo 25º de ese decreto con fuerza de ley.


Asimismo, los establecimientos que se encuentren en la situación contemplada en el inciso anterior y que hubieren solicitado el anticipo a que se refiere el inciso primero de este artículo, deberán reintegrar las cantidades que proporcionalmente resulten como exceso, considerando el período que reste para cumplir los 15 años, expresado en Unidades Tributarias Mensuales, más el interés del 1% mensual.


Para el caso que las solicitudes anuales de aporte suplementario por costo de capital adicional que se presenten dentro del plazo que establezca el reglamento, superen el monto consultado en la Ley de Presupuestos, se determinarán los establecimientos beneficiarios de este aporte, a través de un sistema objetivo de puntaje que contendrá, entre otros factores, la vulnerabilidad social de los alumnos de los establecimientos y el monto de los recursos solicitados.".



Se aprobó sin debate por mayoría de votos (5 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones).


ARTICULO 9º.


Condiciona la entrega del aporte suplementario a los sostenedores, a la suscripción de un convenio y a la constitución de garantías reales o personales en favor del Fisco.


El Ejecutivo presentó una indicación para intercalar en el inciso segundo, entre las palabras "aportados" y "expresados", la frase "proporcionalmente al tiempo que reste para cumplir el plazo a que se refiere el inciso anterior".


No se produjo debate y se lo aprobó, conjuntamente con la indicación, por mayoría de votos (5 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones).


ARTICULO 10.


Faculta al Ministerio de Educación para proyectar programas especiales destinados a facilitar las inversiones requeridas para adecuar la infraestructura de los establecimientos educacionales.


No se produjo debate y se lo aprobó, en iguales términos, por mayoría de votos ( 5 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones).


ARTICULO 11.


Introduce dos modificaciones a la ley Nº 19.410.


La Comisión acordó dividir la votación, tratando ambas modificaciones por separado.


Número 1.


Modifica el artículo 22 de la ley mencionada para agregarle dos nuevas letras, referidas a nuevos recursos que podrán administrar los directores de establecimientos educacionales.


Los representantes del Ejecutivo explicaron la disposición diciendo que se refería a las normas de delegación de facultades contempladas en la ley Nº 19.410 y que, de lo que se trataba, era ampliar los recursos que el sostenedor podía encomendar a la administración del director.


El señor Rodríguez hizo presente su conformidad con la norma por cuanto ampliaba las facultades del director. Sin embargo, estimó que le parecían insuficientes y que perfectamente podrían delegarse muchas más.


El señor Valenzuela dijo ser partidario de las delegaciones, pero de aquellas referidas a la parte técnica pedagógica o de administración educacional. En materia económica, en adquisición de materiales y en trato con los proveedores, expresó que le parecían mejor los departamentos de administración educacional municipales, los que tenían una verdadera especialización en la materia y siempre habían tenido estas actividades a su cargo.


El señor Ulloa estimó esta norma como una expresión de la descentralización, muy necesaria en la administración de los establecimientos. Más aún, la situación muy deficitaria de los departamentos de administración educacional, obligaba a los colegios a realizar mejoras con medios propios, generalmente provenientes de los padres, de tal manera que el cuidado y la preocupación de no gastar más de lo necesario, daba más eficiencia a las inversiones.


Cerrado el debate, se aprobó el número por mayoría de votos ( 7 votos a favor, 0 en contra y 1 abstención).


Número 2.


Substituye el artículo 1º transitorio de la ley Nº 19.410, para establecer la concursabilidad de los cargos de director de establecimiento y de jefes de los departamentos de administración educacional municipal.


El señor Valenzuela recordó que este tema ya se había tratado en otras oportunidades y que, finalmente, se había acordado establecer la modificación hacia adelante y no hacia atrás, específicamente, porque la ley no puede tener efectos retroactivos. Además de lo anterior, la disposición sería inconstitucional por atentar contra el derecho de propiedad, ya que el artículo 19 Nº 24 garantiza este derecho en todas sus formas sobre bienes corporales e incorporales. En este caso, el derecho garantizado sería uno de carácter incorporal como lo sería el de la propiedad del cargo. 


Lo anterior no significa defender la estabilidad en el cargo a cualquier precio, sino, simplemente, tratar de que se respete el derecho, aplicando las formas correctas para separar a quienes no sean eficientes, formas que están representadas por el proceso de calificación y que debería aplicarse. Dice creer que la forma propuesta por el Ejecutivo encierra el riesgo de la "alcaldización" de los establecimientos.


Los representantes del Ejecutivo justificaron la disposición, sosteniendo que la modernización de la educación, la innovación, los  proyectos educativos destinados a mejorar la calidad y la equidad de la educación, imponían especiales responsabilidades y exigían un mayor dinamismo y una mayor capacidad de innovar, materias todas en las que resultaba de primera importancia el rol del director y su liderazgo. Por ello se concedía esta facultad, no obligación, a los municipios para llamar a concurso estos cargos, quedando a criterio de los alcaldes los casos en que ello parezca necesario. Agregaron que la experiencia del Ministerio mediante las pruebas del sistema de medición de la calidad de la educación, demuestra que existe una fracción de estos directores que deberían ser renovados para bien del mejoramiento de la educación.


Cerrado el debate, se rechazó la disposición por 5 votos a favor y 7 en contra.


ARTICULO 12.


Este artículo se originó en una indicación del Ejecutivo del siguiente tenor:


"Artículo 12.- Los Directores deberán entregar anualmente a los Centros de Padres y Apoderados, un informe de la gestión educativa del establecimiento, correspondiente al año escolar anterior, en el primer semestre del nuevo año escolar. A quienes no cumplan con esta obligación, se les aplicará la sanción contemplada en la letra a) del artículo 36 del decreto con fuerza de ley Nº 5, de Educación, de 1993.".


Los representantes del Ejecutivo señalaron que el informe de gestión educativa a que se refiere la norma, se refiere a la necesidad de informar a los Centros de Padres, ya que existe un proyecto educativo de por medio a raíz de la extensión de la jornada, acerca de los planteamientos que en tal sentido tiene el establecimiento. Sostuvieron que precisamente la inexistencia de información es lo que desincentiva a los padres a participar, circunstancia que no ayuda a una educación exitosa. 


Precisaron que la sanción en este caso es una multa y la información se refiere sólo al aspecto educativo, no pudiendo colegirse de ello posibilidad alguna de cogobierno o coadministración.


Cerrado el debate, se aprobó la disposición por mayoría de votos (8 votos a favor, 0 en contra y 2 abstenciones).


ARTICULO 13.


Esta disposición se originó, asimismo, en una indicación del Ejecutivo del siguiente tenor:


"Artículo 13.- Agrégase, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo, al artículo 13 transitorio de la ley Nº 19.410, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


A contar del 1º de enero de 1997, los establecimientos educacionales diurnos de Educación General Básica, regidos ñor el decreto con fuerza de ley Nº 5, de Educación, de 1993, que atiendan a alumnos de mayor vulnerabilidad, que entre los años 1997 y 2001 extiendan su jornada diaria de atención, en uno o más cursos de 1º y 2º años, en una o dos horas de clases, podrán optar a una subvención que tendrá un valor unitario mensual por hora, por alumno de 0,167 Unidades de Subvención Educacional (U.S.E.).".


No se produjo debate y se lo aprobó en iguales términos por mayoría de votos ( 7 votos a favor, 0 en contra y 3 abstenciones).


ARTICULO 14.


Faculta al Jefe del Estado para refundir los textos de la ley Nº 19.070 y del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993.


No se produjo debate y se lo aprobó, en iguales términos, por mayoría de votos. (7 votos a favor, 0 en contra y 5 abstenciones).


ARTICULO 1º TRANSITORIO


Establece la gradualidad para la incorporación de los establecimientos educacionales al régimen de la jornada escolar completa diurna.


Se lo aprobó sin debate, en iguales términos, por mayoría de votos. (7 votos a favor, 0 en contra y 4 abstenciones).


ARTICULO 2º TRANSITORIO


Establece los requisitos para incorporarse al régimen de la jornada escolar completa diurna en el período de gradualidad contemplado en el artículo anterior, vale decir, entre los años 1997 y 2001.


El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar en el párrafo final del Nº 1 de este artículo, entre las palabras "establecimiento" y "en", la frase "e informado a los Centros de Alumnos, en el caso de la Enseñanza Media,".


La Comisión acordó dividir la votación, tratando separadamente el Nº 1 y en forma conjunta los dos restantes.


Número 1.


El Diputado señor Rodríguez anunció su oposición a la norma por considerar que consagraba una intromisión indebida en la gestión de los establecimientos educacionales y por que se imponían condiciones o requisitos mayores que los necesarios para crear nuevos colegios.


Cerrado el debate, se aprobó el número con la indicación por mayoría de votos (7 votos a favor y 3 en contra).


Números 2 y 3.


Se a
probaron sin debate, en los mismos términos, por unanimidad.


ARTICULO 3º TRANSITORIO.


Señala el procedimiento para la presentación y aprobación del proyecto de jornada escolar completa diurna.


El Ejecutivo presentó una indicación para modificar este artículo en los siguientes términos:


a) Suprimir su inciso segundo.


b) Reemplazar en su inciso tercero la frase "del plazo señalado" por la siguiente: "de los noventa días posteriores a su entrega".


c) Para agregar el siguiente inciso tercero: 


"Si el rechazo a que se refiere el inciso precedente, se hubiere basado en el incumplimiento de alguna de las exigencias comprendidas en el Nº 1 del artículo anterior, deberá ser fundado.".


La Comisión, luego de aprobar la supresión propuesta por la indicación,  acordó dividir la votación por incisos.


Inciso primero.


Se lo aprobó sin debate, en los mismos términos, por unanimidad.


Inciso segundo con la indicación propuesta.


Se lo aprobó sin debate, por unanimidad.


Inciso tercero nuevo.


Se lo aprobó sin debate, por unanimidad.


ARTICULO 4º TRANSITORIO.


Dispone que la incorporación al régimen de la jornada escolar completa diurna, no podrá significar la exclusión de alumnos ni de niveles o modalidades de enseñanza.


El señor Rodríguez hizo presente que se abstendría por cuanto la gradualidad propuesta en el artículo 1º transitorio, impediría el cumplimiento formal de esta disposición.



Cerrado el debate, se aprobó la disposición en los mismos términos, por mayoría de votos. (7 votos a favor, 0 en contra y 3 abstenciones).


ARTICULO 5º TRANSITORIO.


Señala el procedimiento y los requisitos que deberán cumplirse para que los establecimientos educacionales puedan incorporarse al régimen de la jornada escolar completa diurna a partir del inicio del año escolar 1997.


No se produjo debate y se lo aprobó en iguales términos por mayoría de votos ( 7 votos a favor, 0 en contra y 5 abstenciones).


ARTICULO 6º TRANSITORIO.


Dispone que los establecimientos
 que quieran incorporarse al nuevo sistema a partir de 1998, podrán hacerlo por la totalidad de sus alumnos o por ciclos o subciclos de enseñanza.


El Ejecutivo presentó una indicación para modificar este artículo en la siguiente forma:


a) Suprimir su inciso primero.


b) Modificar el inciso segundo para intercalar la frase "como consecuencia de la reducción de cursos del respectivo nivel", entre las palabras "postulación" y "deberán", y para suprimir la frase final " de un número de alumnos equivalente a la diferencia entre ambos.".


El señor Montes, refiriéndose al inciso segundo y sus modificaciones, señaló que notaba en él una excesiva rigidez por cuanto resultaba perfectamente posible, especialmente en el sector municipalizado, que hubiera establecimientos que buscaran especializarse ya sea en educación básica o media, cuestión que la redacción de esta norma impediría, especialmente si se la relaciona con el artículo 4º transitorio. Echó de menos alguna disposición transitoria que flexibilizara este aspecto y permitiera al Ministerio de Educación autorizar tal situación.


Los representantes del Ejecutivo sostuvieron que las indicaciones formuladas a este artículo flexibilizaban su contenido al eliminar el inciso primero que establecía reglas para incorporarse al nuevo sistema, dejando libertad para que cada uno lo hiciera en la forma que más le conviniera.


En el caso del inciso segundo, se pretende evitar que al incorporarse al nuevo régimen, se produzcan reducciones de la matrícula, a fin de atender en el sistema de la jornada completa con las instalaciones existentes, pero marginando de la atención a una parte del alumnado.


Ante la inquietud del señor Rodríguez referente a la posible obligación del establecimiento de asegurar la continuidad de estudios a los alumnos marginados, hicieron presente que ello no podía interpretarse como una responsabilidad del sostenedor respecto de cada alumno separado sino que del conjunto de la matrícula. Con el propósito de precisar lo anterior, propusieron hacer llegar en su oportunidad una indicación para substituir las expresiones "acreditar" por "dar cuenta", proposición que no concitó el acuerdo de la Comisión.


Cerrado el debate, se aprobó el artículo con las indicaciones presentadas, por mayoría de votos. (6 votos a favor y 5 en contra)


ARTICULO 7º TRANSITORIO.


Dispone que los establecimientos educacionales que sean autorizados para operar conforme al nuevo régimen, antes del 31 de diciembre de 1996, podrán acceder al aporte suplementario por costo de capital adicional.


No se produjo debate y se lo aprobó en iguales términos por mayoría de votos (6 votos a favor, 0 en contra y 5 abstenciones).


ARTICULO 8º TRANSITORIO (nuevo).


El Ejecutivo propuso, por la vía de la indicación, un nuevo artículo transitorio del siguiente tenor:


"Artículo octavo.- Aquellos establecimientos educacionales subvencionados que no soliciten el aporte suplementario por costo de capital adicional, podrán incorporarse al Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna hasta el año 2003.".


No se produjo debate y se lo aprobó en iguales términos por mayoría de votos (6 votos a favor, 0 en contra y 5 abstenciones).


ARTICULO 9º TRANSITORIO (nuevo).


El Ejecutivo propuso, mediante una indicación, el siguiente artículo transitorio nuevo:


"Artículo noveno.- El mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley, para el año 1997, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación, en las Partidas 09-01-02 y 09-20-01, según corresponda.


Mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda y suscritos además por el Ministro de Educación, se efectuarán las modificaciones presupuestarias correspondientes y se dictarán las  normas para su aplicación.".


No se produjo debate y se lo aprobó en los mismos términos, por unanimidad.

CONSTANCIA


Para los efectos de lo establecido en los números 2º, 4º y 5º del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:


1.- Que ninguna de las disposiciones del proyecto es una norma propia de ley de rango orgánico constitucional o de quórum calificado.


2.- Que los siguientes artículos son de la competencia de la Comisión de Hacienda:


Artículos 1º; 4º Nºs.1, 2 y 3; 5º; 6º; 7º; 8º; 9º; 10 y 11 Nºs 1 y 2.


Artículo  séptimo transitorio.


3.- Que el proyecto no fue aprobado en general por unanimidad.

ARTICULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISION.


De conformidad a lo establecido en el artículo 7º del artículo 287 del Reglamento, cabe señalar que la Comisión rechazó:


- el Nº 2 del artículo 11 que substituye el artículo primero transitorio de la ley Nº 19.410. ( 5 votos a favor y 7 en contra).


- la indicación de los señores Chadwick y Masferrer para agregar un artículo 8º transitorio nuevo del siguiente tenor:


"Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 7º y 10 de esta ley, el Ministerio de Educación podrá, a proposición de un gobierno regional, incorporar a convenios de programación como los definidos en el artículo 80 de la ley Nº 19.175, la totalidad de la inversión que demande la incorporación a la jornada escolar completa diurna de los establecimientos educacionales municipalizados de la respectiva región, siempre y cuando dicho convenio de programación sea suscrito con anterioridad al 1 de septiembre de 1997.". ( 1 voto a favor, 5 en contra y 2 abstenciones).

INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.


El Presidente de la Comisión, en uso de la facultad que le concede el artículo 25 de la ley Nº 18.918, procedió a declarar inadmisibles las siguientes indicaciones:


1.- La de los señores Encina, Montes, Tohá y Valenzuela para substituir los artículos 6º, 7º, 8º, 9º y 10 por los siguientes:


"Artículo 6º.- Los establecimientos educacionales que sean administrados por los Departamentos de Educación Municipal o por las Corporaciones Municipales de Desarrollo Social, cuya planta física resulte insuficiente para incorporarse con la totalidad de sus alumnos al régimen de Jornada Escolar Completa Diurna, entre el inicio del año escolar 1998 y el inicio del año escolar 2002, podrán percibir, a partir del 1º de marzo de 1997 un aporte suplementario por costo de capital adicional.


Dicho aporte consistirá en un monto fijo por alumno que se aplicará sobare el número de alumnos en situación deficitaria del establecimiento.


Para efectos de la determinación de este aporte se considerarán como alumnos en situación deficitaria, los correspondientes a la matrícula del establecimiento entre tercer año de Educación General Básica y cuarto año de Eucación Media durante el mes de junio del año escolar anterior al de la presentación de la solicitud respectiva, que no puedan ser atendidos bajo el régimen de la Jornada Escolar Completa Diurna de acuerdo a la disponibilidad de aulas, servicios básicos del establecimiento y/o mobiliario.".


"Artículo 7º.- Podrán acceder al aporte a que se refiere el artículo anterior, los sostenedores de los establecimientos educacionales antes mencionados de atención diurna que al 30 de junio de 1996 se encontraren operando bajo el régimen de doble jornada y que cuenten con un proyecto de inversión adecuado a las necesidades del establecimiento y ajustado a las normas del D.F.L. Nº 458, del 1976, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, sobre urbanismo y construcciones y su reglamento, y de las contenidas en la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza. Dicho proyecto de inversión podrá comprender la construcción de nuevos establecimientos; adquisición de inmuebles construidos; habilitación, adecuación de locales existentes y adquisición de equipamiento de servicios y mobiliario.


El aporte suplementario, según los recursos consultados en la Ley de Presupuestos, será asignado por el Ministerio de Educación entre los sostenedores de los establecimientos postulantes, a través de un procedimiento público, basado en un sistema de puntaje que considerará, entre otros factores, , la vulnerabilidad social de los alumnos del establecimiento y el monto de los recursos solicitados. Dicho sistema de puntaje se basará en indicadores objetivos y sus resultados serán públicos.


El aporte suplementario por costo de capital adicional a través de esta modalidad, se devengará a partir del inicio de las obras de inversión contempladas en el proyecto a que se refiere el inciso primero y podrá suspenderse, si al cabo de un año dichas obras no se hubieren completado y efectuado la recepción municipal correspondiente.


Dicho aporte se expresará en unidades tributarias mensuales y se entregará trimestralmente a los sostenedores educacionales ya referidos en la forma y condiciones que fije el reglamento. No obstante, el sostenedor municipal podrá autorizar, mediante escritura pública, que el pago del aporte suplementario se efectúe total o parcialmente, a las instituciones que financien las inversiones en los respectivos establecimientos educacionales.


La entrega efectiva del aporte suplementario comprometido a cada sostenedor, requerirá la exhibición de los contratos necesarios para la admimistración, supervisión técnica y financiera, y ejecución de las obras correspondientes. El aporte suplementario se efectuará en cuotas, sobre la base del cumplimiento efectivo del programa de obras contemplado en dichos contratos, pudiendo suspenderse en cualquier momento ante su incumplimiento o modificación injustificada.".


"Artículo 8º.- Los sostenedores de los establecimientos particulares subvencionados, cuya planta física resulte también insuficiente para incorporarse con la totalidad de sus alumnos al régimen de jornada escolar completa diurna entre el inicio del año escolar 1998 y el inicio del año escolar 2002, podrán percibir, cuando lo soliciten, un aporte suplementario por costo de capital adicional, a título de crédito, que no devengará interés alguno y que se pagará a 15 años plazo, con 3 años de gracia inicial en el pago del crédito, el que se expresará en unidades de fomento.


Los créditos antes referidos podrán ser solicitados a entidades financieras públicas o privadas, nacionales o internacionales, y contarán con el aval del Fisco de Chile, quien además se hará cargo de los intereses que cobre la entidad financiera y el valor que constituya el beneficio de la gracia inicial en el pago del crédito.".


"Artículo 9º.- La entrega del aporte suplementario a los sostenedores quedará supeditada a la suscripción de un convenio que deberá estipular la constitución de garantías reales o personales a favor del Fisco y que las obras de infraestructura y equipamiento que se financien con estos recursos, se destinen exclusivamente a la atención de alumnos bajo el régimen del decreto con fuerza de ley Nº5, de Educación, de 1993, durante un plazo de 30 años a contar desde la incorporación del establecimiento al régimen de Jornada Escolar Completa Diurna. Durante dicho período el sostenedor estará afecto a la prohibición de gravar y enajenar el respectivo establecimiento educacional. No obstante, en casos calificados, el Ministerio de Educación, por resolución fundada podrá autorizar el alzamiento de las prohibiciones relativas a las obras de infraestructura y equipamiento, siempre que se mantenga su utilización para fines educacionales.


En todo caso, el sostenedor podrá realizar el cambio de destino si reintegra los recursos aportados, expresados en Unidades Tributarias Mensuales, más el interés del 1% mensual. Esta tasa de interés se calculará sobre lo ya percibido y, en el caso de que se hubiese optado por la modalidad de aporte establecida en el artículo anterior, deberán deducirse las cuotas que faltan por pagar.".


2.- La de los señores Chadwick y Masferrer para reemplazar el inciso segundo del artículo 7º por el siguiente:


"El aporte suplementario, según los recursos contemplados en la Ley de Presupuestos, deberá asegurar para cada región similar progresión de incorporación a la Jornada Escolar Completa Diurna de los establecimientos educaciones de ellas y serán asignados como ítems de gastos correspondientes a Inversión Sectorial de Asignación Regional del Ministerio de Educación según el artículo 79 de la ley Nº 19.175. Para dicho efecto los consejos regionales resolverán a más tardar los 31 de enero del respectivo año, sobre una propuesta de inversión que incorpore a todos los proyectos presentados por los sostenedores con anterioridad al 1 de septiembre del año anterior y cumplan con lo establecido en el artículo 74 de la ley Nº 19.175.


En caso que al 31 de enero los gobiernos regionales no resuelvan la distribución de los aportes según los marcos presupuestarios regionales, a petición del Ministerio de Educación, el Ministerio de Hacienda podrá redecretar dichos fondos como inversión de decisión sectorial.".


3.- La de los señores Chadwick y Masferrer para reemplazar el artículo 10 por el siguiente:


"Artículo 10.- Con el objeto de facilitar las inversiones requeridas para adecuar la infraestructura de los establecimientos educaciones que se integren al régimen de Jornada Escolar Completa Diurna, entre el inicio del año escolar 1997 y el inicio del año escolar 2002, el Ministerio de Educación podrá establecer programas especiales destinados a proveer asistencia técnica para la preinversión, administración y supervisión técnica y financiera de obras; a regularizar los títulos de propiedad y recepciones de obras, y a facilitar el acceso de los sostenedores educacionales a fuentes de financiamiento para la inversión. Dichos programas deberán ser incorporados a los convenios de programación a que se refiere el artículo 80 de la ley Nº 19.175, podrán ser administrados directamente por el Ministerio de Educación y/o los gobiernos regionales y podrán ser convenidos con otras instituciones privadas.".


*****


Por las razones señaladas y las que  hará valer en su oportunidad la señora Diputada Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto, al que además de las modificaciones señaladas, se le han introducido otras de forma, de conformidad al siguiente texto:


PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1º.-
Sustitúyese, a contar desde el 1 de enero de 1998, en el artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 825, de 1974, el guarismo "17%" por "18%".




Artículo 2º.-
Los establecimientos educacionales de enseñanza diurna regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 5, de 1993, del Ministerio de Educación, deberán funcionar, a contar desde el inicio del año escolar  correspondiente al año 2.002, de acuerdo al régimen de jornada escolar completa diurna, para los alumnos correspondientes a los niveles de enseñanza de 3º hasta 8º año de Educación General Básica y de 1º hasta 4º año de Educación Media.


Quedarán exceptuados de la obligación a que se refiere el inciso anterior los establecimientos educacionales que impartan educación básica especial diferencial y educación de adultos.


Artículo 3º.- 
El régimen de jornada escolar completa diurna requerirá que los establecimientos educacionales subvencionados cumplan, además de las exigencias del artículo 6º del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, con las siguientes:


a) 
Un mínimo de 38 horas semanales de trabajo escolar para la Educación General Básica de 3º a 8º años, y  de 42 horas para la Educación Media Humanístico-Científica y Técnico-Profesional.


Para tal efecto, las horas de trabajo escolar serán de 45 minutos.


b)
 Un tiempo semanal  de permanencia de los alumnos en el establecimiento que permita la adecuada alternancia del trabajo escolar, recreos y su alimentación.



c) 
Un horario de funcionamiento y de disposición de sus instalaciones que garantice un adecuado desempeño de las actividades docentes, académicas y recreativas de sus alumnos, el trabajo del personal docente y la atención a padres y apoderados así como el funcionamiento de los centros de padres y apoderados y de los centros de alumnos.  Respecto de los centros mencionados no será necesario, sin embargo, contar con construcciones o salas especiales.



Los tiempos semanales mínimos de permanencia de los alumnos y los horarios  mínimos de funcionamiento de los establecimientos, serán determinados por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Educación.


Artículo 4º.-
Introdúcense las si-guientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993:


1. Agrégase en el artículo 6º, la siguiente letra d), pasando las actuales letras d) y e) a ser e) y f), respectivamente:



"d)
Que cuenten con un reglamento interno que rija las relaciones entre el establecimiento y los alumnos, en el cual deberán estar indicadas las causales de suspensión de los alumnos y de cancelación de matrícula.





En todo caso, dichas causales no podrán contemplar la cancelación de la matrícula o la expulsión de alumnos durante la vigencia del respectivo año escolar, por causales derivadas exclusivamente de su situación socio-económica o de su rendimiento académico.".


2. 
Agrégase, a continuación del artículo 9º, el siguiente artículo 9º bis nuevo:



"Artículo 9º bis.- 
A contar del inicio del año escolar 1997, los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, tendrán derecho a percibir una subvención cuyo valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

ENSEÑANZA QUE IMPARTE EL 
       VALOR DE LA 


  
               ESTABLECIMIENTO

              SUBVENCION EN U.S.E.

____________________________________________________

Educación General Básica 3º a  8º años    
1,6520

Educación Media Humanístico-Científica
    2,0146

Educación Media Técnico-Profesional 

Agrícola y Marítima                      
  2,7456

Educación Media Técnico-Profesional 

Industrial
                       
  2,1312

Educación Media Técnico-Profesional

Comercial y Técnica
                        2,0146






Los establecimientos educacionales rurales de educación general básica, a que se refieren el inciso segundo del artículo 12 y el inciso primero del artículo 12 bis, ambos de este decreto con fuerza de ley, con cursos multigrados, también podrán funcionar de acuerdo al régimen de jornada escolar completa diurna para los alumnos correspondientes a los niveles de enseñanza de 1º y 2º años básicos. En tal caso, tendrán derecho a percibir por estos alumnos la subvención establecida en el inciso anterior, para la educación general básica de 3º a 8º años.



Los establecimientos educacionales que impartan educación general básica especial diferencial de 3º a 8º años, o su equivalente, correspondientes a las discapacidades que el reglamento autorice para operar bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, tendrán derecho a percibir, en caso de funcionar bajo el referido régimen, una subvención mensual cuyo valor unitario por alumno, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será de 5,0210.



Los valores de la subvención educacional establecidos en los incisos anteriores, sustituirán los del artículo 9º para los niveles y modalidades ahí indicados,  que impartan los establecimientos que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna y les serán aplicables todas las normas que se refieren a dicho artículo y a la subvención en general.".


3. 
Agrégase, a continuación del artículo 12 bis, el siguiente artículo 12 bis A, nuevo:



"Artículo 12 bis A.-
 Los esta-blecimientos educacionales rurales a que se refiere el inciso cuarto del artículo 12, que se incorporen al régimen de jornada escolar completa diurna, percibirán una subvención total mensual de 46 unidades de subvención educacional (U.S.E.), más el incremento a que se refiere el artículo 11º, no siéndoles aplicables los artículos 9º; 9º bis y el inciso primero del artículo 12.".


4.-
Intercálase, a continuación del párrafo 5º del Título I, el siguiente párrafo 6º, nuevo, pasando el actual párrafo 6º a ser párrafo 7º:


"Párrafo 6º:

DE LA SUBVENCION ANUAL DE APOYO AL MANTENIMIENTO.



Artículo 14 bis.-
Establécese a contar desde 1998 una subvención anual de apoyo al mantenimiento de los establecimientos educacionales regidos por los Títulos I y II de este decreto con fuerza de ley, cuyo valor unitario por alumno de atención diurna, para cada nivel y modalidad de enseñanza, será el siguiente:

ENSEÑANZA QUE IMPARTE       VALOR DE LA SUBVENCION EN

EL ESTABLECIMIENTO
          PESOS ($)

_____________________________________________________Educación Parvularia (segundo nivel 

de transición) y Educación General Básica 

(primero a octavo año)                       


4.779

Educación Básica Especial Diferencial
       14.470

Educación Media Humanístico-Científica
       5.347

Educación Media Técnico-Profesional

Agrícola y Marítima
                          8.020

Educación Media Técnico-Profesional

Industrial
                           6.213

Educación Media Técnico-Profesional 

Comercial y Técnica.
                         5.552



El valor unitario de la subvención anual de apoyo al mantenimiento por alumno interno de los establecimientos que prestan servicio de internado, conforme al artículo 34, será de $16.634.


Esta subvención deberá ser destinada a apoyar el financiamiento de los gastos que irroguen las obras de conservación, reparación y reposición necesarias para el adecuado mantenimiento físico de los establecimientos, su equipamiento y mobiliario, sin perjuicio de los demás recursos que para estos efectos destine el sostenedor.


Artículo 14 bis A.-
  El monto de esta subvención se determinará multiplicando el valor unitario que corresponda conforme al inciso primero del artículo anterior, por la asistencia media promedio registrada por curso, en los meses del período escolar del año inmediatamente anterior. Esta subvención se pagará antes del 15 de enero de cada año.


Para determinar el monto de esta subvención  para los establecimientos que prestan servicio de internado, a que se refiere el inciso segundo del artículo anterior, se multiplicará el valor ahí establecido, por el promedio de alumnos efectivamente atendidos por el establecimiento en el año escolar inmediatamente anterior.




En el caso de los establecimientos regidos por el Título II, de este decreto con fuerza de ley, que funcionen con cualquier régimen de jornada escolar, se aplicará un descuento sobre esta subvención, el cual será equivalente al porcentaje que hubiere representado el descuento señalado en el artículo 25, en relación a la subvención de los artículos 9º y 9º bis, según sea el caso, al practicarse el ajuste dispuesto en el artículo 33º, correspondiente al último año.


Aquellos establecimientos que atiendan a sus alumnos en más de una jornada escolar diurna, percibirán sólo el 50% de la subvención a que se refiere el presente artículo. Asimismo, si en un mismo local  escolar funciona en jornada diurna  más de un establecimiento del mismo o diferentes sostenedores, cada uno de ellos percibirá este porcentaje.


Los valores unitarios de la subvención a que se refiere el artículo anterior, se reajustarán, a contar desde el 1 de enero de 1998, de acuerdo a la variación experimentada por el índice de precios al consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, en el año calendario inmediatamente anterior.


Los sostenedores de los establecimientos educacionales a que se refiere este artículo, mantendrán toda la documentación relacionada con  el uso de esta subvención, durante un período no inferior a 3 años desde su percepción, para los efectos de su fiscalización por parte del Ministerio de Educación.".


5. Agrégase la siguiente letra c) al artículo 37º, pasando las actuales letras c), d), e), f) y g) a ser d), e), f), g) y h), respectivamente:




"c) 
La suspensión de alumnos o la cancelación de matrícula, que se haga en contravención con lo que se establezca en el reglamento a que se refiere la letra d), del artículo 6º.".

Artículo 5º.-
Los establecimientos de educación técnico profesional, entregados en administración por el Ministerio de Educación a instituciones del sector público o a personas jurídicas de derecho privado, de conformidad al decreto ley Nº 3.166, de 1980, deberán incorporarse al régimen de jornada escolar completa diurna, en los plazos y condiciones que establece la presente ley.


Al ingresar a este régimen, las corporaciones o fundaciones que administran dichos establecimientos, podrán optar por única vez, a que el monto anual de recursos a que se refiere el artículo 4º del decreto ley Nº 3.166, de 1980, sea reemplazado por el que resulte de  multiplicar el número de alumnos de cada establecimiento por el valor unitario de la subvención correspondiente a las modalidades señaladas en el artículo 9º bis, del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, multiplicado por 12. A dicho valor le será aplicable, asimismo, lo dispuesto en el artículo 11º del referido cuerpo legal, así como el artículo 13º de la ley Nº 19.410.


Para estos efectos, se entenderá que el número de alumnos del establecimiento, es el producto de  multiplicar la matrícula del año inmediatamente anterior, por el porcentaje promedio nacional de asistencia media de dicho año de los establecimientos de educación media técnico-profesional subvencionados.


En aquellos casos en que se ejerza la opción establecida en el inciso segundo, el Ministerio de Educación estará facultado para modificar los respectivos convenios.



Artículo 6º.-
Los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 2º de la presente ley, cuya planta física resulte insuficiente para incorporarse con la totalidad de sus alumnos al régimen de jornada escolar completa diurna entre el inicio del año escolar de 1998 y el inicio del año escolar de 2002, podrán percibir, a partir del 1 de marzo de 1997, un aporte suplementario por costo de capital adicional. Dicho aporte consistirá en un monto fijo trimestral por alumno, que se aplicará sobre el número de alumnos en situación deficitaria del establecimiento y que se pagará durante un período de 15 años.


El aporte por alumno en situación deficitaria se determinará según el tipo de inversiones requeridas por el establecimiento, el proyecto de inversión presentado por el sostenedor y los montos solicitados por éste, no pudiendo superar, en todo caso, los máximos que establecerá el reglamento. Dichos límites podrán diferenciarse según el tipo de inversiones requeridas y la localización geográfica del establecimiento.


Para efectos de la determinación de este aporte, se considerarán como alumnos en situación deficitaria, los correspondientes a la matrícula del establecimiento entre tercer año de educación general básica y cuarto año de educación media, durante el mes de junio del año escolar anterior al de la presentación de la solicitud respectiva, que no puedan ser atendidos bajo el régimen de jornada escolar completa diurna de acuerdo a la disponibilidad de aulas, servicios básicos del establecimiento o mobiliario.



La Ley de Presupuestos de cada año, en el Presupuesto del Ministerio de Educación, contemplará los recursos que se destinen al aporte por costo de capital adicional, a que se refiere este artículo.



En el caso de los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 13, para los efectos de la determinación del aporte de que trata este artículo, se considerarán asimismo, como alumnos en situación deficitaria, los de 1º y 2º años básicos, que, por las mismas razones señaladas en el inciso tercero, no puedan ser atendidos bajo el régimen de jornada escolar completa diurna.".


Artículo 7º.- Podrán acceder al aporte a que se refiere el artículo anterior, los sostenedores de los establecimientos educacionales de atención diurna, que al 30 de junio de 1996 se encontraren operando bajo el régimen de doble jornada y que cuenten con:



a)
Un proyecto de inversión adecuado a las necesidades del establecimiento y que se ajuste a las normas del decreto con fuerza de ley Nº 458, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, de 1976, sobre urbanismo y construcciones y su reglamento, y de las contenidas en la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, y



b)
Los convenios o contratos necesarios para el financiamiento y administración o ejecución de las obras correspondientes.




El proyecto de inversión a que se refiere la letra a), podrá comprender la construcción de nuevos establecimientos, adquisición de inmuebles construidos, habilitación, adecuación y ampliación de locales existentes y adquisición de equipamiento de servicios y mobiliario.




El aporte suplementario por costo de capital adicional, se devengará a partir del mes siguiente al inicio de las obras de inversión contempladas en el proyecto a que se refiere el inciso primero y podrá suspenderse, si al cabo de un año dichas obras no se hubieren completado y efectuado la recepción municipal correspondiente.




Dicho aporte se expresará en unidades tributarias mensuales y se ajustará durante los tres años siguientes a su otorgamiento, en caso de disminución de la asistencia media promedio entre el año escolar anterior al de la postulación y el anterior al de la cuota correspondiente. 




El sostenedor podrá autorizar mediante escritura pública, que el pago del aporte suplementario se efectúe, total o parcialmente, a las instituciones que financien las inversiones en los respectivos establecimientos educacionales.




En el caso de los establecimientos regidos por el Título II del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, que funcionen en el régimen de jornada escolar completa diurna, se aplicará un descuento sobre este aporte, el cual será equivalente al porcentaje que hubiere representado el descuento señalado en el artículo 25º, en relación a la subvención de los artículos 9º o 9º bis, según sea el caso, al practicarse el ajuste dispuesto en el artículo 33º, correspondiente al último año.




Podrán, de la misma forma, postular al aporte suplementario los sostenedores que, entre el inicio del año escolar de 1998 y el inicio del año escolar de 2.001, instalen nuevos establecimientos bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, en comunas o localidades en que la capacidad de los establecimientos educacionales existentes, sea insuficiente para atender a la población en edad escolar correspondiente. En tal caso, el aporte suplementario por alumno, será equivalente al 50% del monto trimestral fijo por alumno establecido en el inciso primero del artículo 6º, el que se aplicará sobre el número de alumnos matriculados durante el primer año de funcionamiento del establecimiento.".


Artículo 8º.- Los sostenedores podrán solicitar, al momento de acceder al aporte suplementario por costo de capital adicional, el anticipo de hasta un 25% del aporte total estimado para el financiamiento de sus obras de inversión. 


El porcentaje de este anticipo podrá ser incrementado para los establecimientos educacionales dependientes de las municipalidades que sean administrados directamente por ellas o a través de corporaciones. En tal caso, dicho aporte se efectuará sobre la base del cumplimiento efectivo del programa de obras contemplado en los contratos respectivos, pudiendo suspenderse en cualquier momento ante su incumplimiento o modificación injustificada.


Para los efectos de lo establecido en el presente artículo, se considerará como aporte total estimado, el resultante de aplicar el monto trimestral por alumno a que se refiere el artículo 6º, al número de alumnos deficitarios vigente al momento de solicitar el anticipo, multiplicado por 60. Las cantidades anticipadas se deducirán proporcionalmente de los aportes trimestrales futuros, en 60 cuotas, considerando para este efecto la tasa de interés promedio del sistema bancario para operaciones de crédito hipotecario a 15 años, la que se calculará desde la entrega de los aportes.


Si por aplicación del ajuste establecido en el inciso cuarto del artículo 7º, el anticipo otorgado al sostenedor de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo de este artículo, excediere de lo que le habría correspondido percibir, deberá reintegrarse el exceso producido en cuotas mensuales iguales y sucesivas durante el período que reste hasta completar el plazo de 15 años a que se refiere el artículo 6º. Este reintegro podrá efectuarse mediante descuentos de la subvención de escolaridad establecida en el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, los que, en todo caso, no podrán ser superiores al 5% de dicha subvención mensual, correspondiente al establecimiento para el cual fue otorgado el aporte.


Los establecimientos subvencionados afectos al Título I del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, que habiendo recibido el aporte a que se refiere este artículo, pasaren a regirse por las normas del Título II, estarán afectos a un descuento proporcional a los valores que cobren a los padres y apoderados, el que se aplicará sobre los aportes trimestrales establecidos en el artículo 6º, por el período que reste, hasta completar el plazo de 15 años señalado en la misma disposición.


A los establecimientos subvencionados afectos al Título II del decreto con fuerza de ley Nº5, del Ministerio de Educación, de 1993, que varíen los valores que cobran a los padres y apoderados, se aplicará el mismo descuento proporcional a que se refiere el inciso anterior, sobre los aportes trimestrales establecidos en el artículo 6º, por el período que reste, hasta completar el plazo de 15 años señalado en ese artículo.


Los establecimientos subvencionados afectos al Título II del decreto con fuerza de ley citado, que hayan recibido el aporte trimestral que se consulta en el artículo 6º, dejarán de percibirlo, desde el momento que los  valores que cobran a los padres y apoderados superen el monto de 4 unidades de subvención educacional (U.S.E.) mensuales por alumno, establecido en el artículo 25º de ese decreto con fuerza de ley.


Asimismo, los establecimientos que se encuentren en la situación contemplada en el inciso anterior y que hubieren solicitado el anticipo a que se refiere el inciso primero de este artículo, deberán reintegrar las cantidades que proporcionalmente resulten como exceso, considerando el período que reste para cumplir los 15 años, expresado en unidades tributarias mensuales, más el interés del 1% mensual.


Para el caso que las solicitudes anuales de aporte suplementario por costo de capital adicional, que se presenten dentro del plazo que establezca el reglamento, superen el monto consultado en la Ley de Presupuestos, se determinarán los establecimientos beneficiarios de este aporte, a través de un sistema objetivo de puntaje que contendrá, entre otros factores, la vulnerabilidad social de los alumnos de los establecimientos y el monto de los recursos solicitados.


Artículo 9º.-
La entrega del aporte suplementario a los sostenedores, quedará supeditada a la suscripción de un convenio que deberá estipular la constitución de garantías reales o personales a favor del Fisco y que las obras de infraestructura y equipamiento que se financien con estos recursos, se destinen exclusivamente a la atención de alumnos bajo el régimen del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, durante un plazo de 30 años, a contar desde la incorporación del establecimiento al régimen de jornada escolar completa diurna. Durante dicho período, el sostenedor estará afecto a la prohibición de gravar y enajenar el respectivo establecimiento educacional. No obstante, en casos calificados, el Ministerio de Educación, por resolución fundada, podrá autorizar el alzamiento de las prohibiciones relativas a  las obras de infraestructura y equipamiento, siempre que se mantenga su utilización para fines educacionales.


En todo caso, el sostenedor podrá realizar el cambio de destino si reintegra los recursos aportados, proporcionalmente al tiempo que reste para cumplir el plazo a que se refiere el inciso anterior, expresados en unidades tributarias mensuales, más el interés del 1% mensual. Esta tasa de interés se calculará sobre lo ya percibido y, en el caso de que se hubiese optado por la modalidad de aporte establecida en el artículo anterior, deberán deducirse las cuotas que faltan por pagar.


Artículo 10.- 
Con el objeto de facilitar las inversiones requeridas para adecuar la infraestructura de los establecimientos educacionales que se integren al régimen de jornada escolar completa diurna, entre el inicio del año escolar 1997 y el inicio del año escolar 2002, el Ministerio de Educación podrá establecer programas especiales destinados a proveer asistencia técnica para la pre-inversión, administración y supervisión técnica y financiera de obras; a regularizar los títulos de propiedad y recepciones de obras, y a facilitar el acceso de los sostenedores educacionales a fuentes de financiamiento para la inversión. Dichos programas podrán ser administrados directamente por el Ministerio de Educación, convenidos con otras instituciones públicas o privadas o incorporados en los convenios de programación a que se refiere el artículo 80 de la ley Nº 19.175.


Artículo 11.-
 Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 22 de la ley Nº 19.410:



-
Suprímese la letra "y" que figura al final de la letra e) y sustitúyese la coma (,) que la antecede, por un punto y coma (;);


-
 Sustitúyese el punto final (.) de la letra f) por un punto y coma (;);


-
 Agréganse a continuación de la letra f) las siguientes letras g) y h) nuevas:



"g) 
Los recursos provenientes de la subvención de apoyo al mantenimiento del respectivo establecimiento educacional, y



h)
Los demás recursos que se establezcan en el correspondiente decreto de delegación.".







Artículo 12.- Los directores deberán entregar anualmente a los centros de padres y apoderados, un informe de la gestión educativa del establecimiento, correspondiente al año escolar anterior, en el primer semestre del nuevo año escolar. A quienes no cumplan con esta obligación, se les aplicará la sanción contemplada en la letra a) del artículo 36º del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993.



Artículo 13.- Agrégase, a continuación del inciso primero, el siguiente inciso segundo al artículo 13 transitorio de la Ley Nº 19.410, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:




"A contar del 1 de enero de 1997, los establecimientos educacionales diurnos de educación general básica, regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, que atiendan a alumnos de mayor vulnerabilidad, que entre los años 1997 y 2.001 extiendan su jornada diaria de atención, en uno o más cursos de 1º y 2º año, en una o dos horas de clases, podrán optar a una subvención que tendrá un valor unitario mensual por hora, por alumno, de 0,167 unidades de subvención educacional (U.S.E.).".


Artículo 14.-
Facúltase al Pre-sidente de la República para que fije los textos refundidos, coordinados y sistematizados de la ley Nº 19.070 y del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Educación, de 1993, y de las normas que los hayan modificado y complementado.

ARTICULOS TRANSITORIOS


Artículo 1º.-
No obstante lo establecido en los artículos 2º y 5º de esta ley, los establecimiento educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio  de Educación, de 1993, y por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, podrán incorporarse al régimen de jornada escolar completa diurna, a partir del inicio de cada uno de los años escolares comprendidos entre el de  1997 y hasta el de 2001, inclusive.


Artículo 2º.-
Para incorporarse al régimen de jornada escolar completa diurna, en el período a que se refiere el artículo anterior, los establecimientos educacionales deberán contar con:



1.-
Un proyecto de jornada escolar completa diurna, aprobado por el Ministerio de Educación, en el que se especifique:



a) 
La justificación pedagógica de la utilización del tiempo de trabajo escolar, basada en el proyecto educativo del establecimiento;



b)
 La duración de la jornada semanal de trabajo; 



c)
 El tiempo diario de permanencia de los alumnos en el establecimiento, y



d)
 El número de alumnos que serán atendidos por el establecimiento bajo el régimen de jornada escolar completa diurna.



El proyecto de jornada escolar completa diurna deberá ser consultado al consejo de profesores y a los padres y apoderados de los alumnos del establecimiento, e informado a los centros de alumnos, en el caso de la enseñanza media, en forma previa a su presentación por el sostenedor al Ministerio de Educación;



2.-
La infraestructura y el equipamiento necesarios para la atención de alumnos, personal docente y paradocente, y para padres y apoderados, y



3.-
El personal docente idóneo y el personal administrativo y auxiliar necesario, en conformidad con lo establecido en el artículo 21, letra c), de la ley 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.



Artículo 3º.-
Los proyectos deberán presentarse ante el respectivo Departamento Provincial de Educación, donde se certificará la fecha de recepción.


Si dicha presentación no se resolviera dentro de los noventa días posteriores a su entrega, el proyecto se tendrá por aprobado, y, si hubiere sido rechazada, el sostenedor podrá apelar en los 5 días hábiles siguientes a la notificación del rechazo, ante el Secretario Regional Ministerial de Educación que corresponda, quien resolverá en última instancia, en un plazo máximo de 10 días hábiles, desde la interposición del recurso.


Si el rechazo a que se refiere el inciso precedente, se hubiere basado en el incumplimiento de alguna de las exigencias comprendidas en el Nº 1 del artículo anterior, deberá ser fundado.


Artículo 4º.-
 La aplicación del régimen de jornada escolar completa diurna no podrá generar, por sí misma, exclusiones de los alumnos matriculados en el establecimiento al 30 de junio del año anterior, ni supresión de niveles o modalidades de enseñanza por las que el sostenedor respectivo  percibió subvención educacional a igual fecha.


Artículo 5º.-
Podrán incorporarse al régimen de jornada escolar completa diurna al inicio del año escolar 1997, los establecimientos educacionales que, cumpliendo con las normas establecidas en los números 1 y 3 del artículo 2º transitorio de esta ley, cuenten, además, con una planta física suficiente que les permita atender a un número de alumnos equivalente a la matrícula de ese establecimiento al 30 de junio de 1996.


El respectivo proyecto de jornada escolar completa diurna deberá presentarse ante el Departamento Provincial de Educación, antes del 1 de diciembre de 1996. Este proyecto  deberá ser aprobado o rechazado de acuerdo a lo establecido en el artículo 3º transitorio, antes del 31 de diciembre del mismo año.


Artículo 6º.-
Los establecimientos educacionales cuyo proyecto de jornada escolar completa diurna, contemple un número de alumnos a atender bajo dicho régimen, inferior a la matrícula vigente al 30 de junio del año anterior al de su postulación, como consecuencia de la reducción del número de cursos del respectivo nivel, deberán acreditar ante el Ministerio de Educación, la continuidad de estudios en otros establecimientos.


Artículo 7º.-
Los nuevos estable-cimientos educacionales  cuya operación para funcionar en el régimen de doble jornada, haya sido autorizada por el Ministerio de Educación antes del 31 de diciembre de 1996, podrán acceder al aporte suplementario por costo de capital adicional, bajo las mismas condiciones y requisitos establecidos en los artículos 6º a 9º de la presente ley. Si alguno de estos establecimientos solicitara el referido aporte suplementario durante el año 1997, la matrícula a considerar será la del primer mes del año escolar de 1997.



Artículo 8º.- Aquellos esta-blecimientos educacionales subvencionados que no soliciten el aporte suplementario por costo de capital adicional, podrán incorporarse al régimen de jornada escolar completa diurna hasta el año 2.003.



Artículo 9º.- El mayor gasto que represente la aplicación de la presente ley para el año 1997, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación, en las Partidas 09-01-02 y 09-20-01, según corresponda.



Mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda y suscritos, además, por el Ministro de Educación, se efectuarán las modificaciones presupuestarias correspondientes y se dictarán las normas para su aplicación.".


*****



Sala de la Comisión, a 5 de noviembre de 1996.


Se designó Diputada Informante a la señora Mariana Aylwin Oyarzún.



Aprobado en sesiones de fechas 13, 14, 27 y 28 de agosto; 3, 4 y 10 de septiembre; 1, 8, 15, 29 y 30 de octubre, y 5 de noviembre de 1996, con la asistencia de los señores Diputados Edmundo Villouta Concha (Presidente), Nelson Avila Contreras, Mariana Aylwin Oyarzún, Maximiano Errázuriz Eguiguren, Rosauro Martínez Labbé, José Miguel Ortiz Novoa, Víctor Pérez Varela, Claudio Rodríguez Cataldo, Jaime Rocha Manrique, María Antonieta Saa Díaz, Valentín Solis Cabezas, Jorge Ulloa Aguillón y Felipe Valenzuela Herrera.


Asistieron también los Diputados señores  Andrés Allamand Zavala, Camilo Escalona Medina, Luis Valentín Ferrada Valenzuela,  Homero Gutiérrez Román, Carlos Montes Cisternas, Alejandro Navarro Brain, Joaquín Palma Irarrázabal, Andrés Palma Irarrázabal, Darío Paya Mira, Marina Prochelle Aguilar, Carlos Valcarce Medina y Alfonso Vargas Lyng.




EUGENIO FOSTER MORENO

                       Secretario

